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 Fiscalía General de la Nación
 20 años

Huellas



Editorial

Cumple los primeros 20 años uno de los logros más importantes de la Constitución Política 
del 91: la Fiscalía General de la Nación. A la fecha la entidad ha iniciado mas de 20 millones 
de procesos penales.  

La aplicación de justicia oportuna, tan reclamada por muchos, hace necesaria la puesta en marcha 
de estrategias que permitan responder efectivamente a la sociedad. De ahí la PRIORIZACIÓN, 
una técnica de gestión de la investigación penal que permite establecer un orden de atención en-
tre peticiones ciudadanas de justicia, con el fin de garantizar, en condiciones de igualdad material, 
el goce efectivo de ese derecho fundamental.

20 AÑOS de la Fiscalía y la PRIORIZACIÓN, son los temas principales que se desarrollan en este 
ejemplar de la Revista Huellas.

De seguro, la construcción e implementación de unos criterios de PRIORIZACIÓN acompañados 
de otros instrumentos de política criminal, así como la puesta en marcha de una Unidad de Con-
textos, generarán un verdadero giro copernicano en la investigación penal en Colombia. A partir 
de esa PRIORIZACIÓN debe producirse en la entidad un replanteamiento administrativo para res-
ponder a una nueva política de investigación en materia criminal. Que miles de casos, que corres-
ponden a unos mismos patrones de conducta de poderosas organizaciones delictivas, no sigan 
siendo analizados de forma aislada e inconexa por distintos fiscales, que incluso están vinculados 
a diferentes unidades nacionales o seccionales.

Otras “prioridades” en las que trabaja la Fiscalía apuntan a una reingeniería a aquellas unidades 
que conocen temas especialmente sensibles y, por supuesto, al fortalecimiento de nuestro Cuer-
po Técnico de Investigaciones (CTI).

Por supuesto otros asuntos como los derechos humanos, la violencia contra las mujeres y los ni-
ños, las garantías para los indígenas, la atención a las víctimas muy ligada a la reconstrucción 
histórica de la verdad, al igual que la lucha contra la corrupción y contra las bandas criminales, 
figuran entre los temas urgentes para atender desde esta joven hija de la Constitución Política de 
Colombia, una Carta Política de carácter pluralista que logró equilibrar los intereses del Estado y 
los intereses de sus asociados.

Igual importancia debe darse al fortalecimiento a la política de restitución de tierras, de una arti-
culación con el trabajo de las ONG y la consolidación del trabajo de Justicia y Paz.

En la Fiscalía creemos que la puesta en marcha de estos y otros procesos permitirá combatir 
la impunidad.

Reingeniería en la Fiscalía

- Los derechos humanos, la violencia contra las mujeres y los niños, la atención a las 
víctimas, la lucha contra la corrupción y contra las bandas criminales, figuran entre los 
temas urgentes para atender desde esta joven hija de la Constitución.
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Veinte años de la Fiscalía  
UNA JOVEN MUY 
CAPAZ

       Maribel Ramos*

*  Oficina de prensa/ fiscalía general de la nación

 El crecimiento de la Fiscalía ha generado una mejora completa en los 
servicios que presta al país. El Fiscal Eduardo Montealegre propone la 
priorización de las actuaciones para sacar adelante esta entidad



El objetivo era  corregir 

las fallas que se presentaban 

en los procedimientos, espe-

cialmente la falta de agilidad 

y rapidez, algo que generaba 

impunidad. Así, surge la Fis-

calía General de la Nación, 

una entidad que formaría 

parte de la rama judicial; pero 

con autonomía administrati-

va y presupuestal. El decreto 

2699 de 1991 la reglamentó. 

Desde sus inicios, siempre 

tuvo una estructura organi-

zacional descentralizada en 

todo el territorio nacional. En 

su primera etapa contó con 

29 seccionales y cinco regio-

nales. Desde entonces tiene 

funciones de policía judicial.

E l final de los años ochen-

ta fue una verdadera prueba 

de fuego para Colombia. Te-

rrorismo exacerbado por la 

acción de los carteles de la 

droga, una guerrilla en ple-

na ebullición, gran parte de 

la clase política aliada con 

los narcotraficantes, las ins-

tituciones permeadas, una 

economía que recibía gran 

parte de sus ingresos de las 

drogas y una crisis institu-

cional generalizada.

En ese panorama de 

caos, los estudiantes colom-

bianos desarrollaron la que 

se conoció como la Séptima 

Papeleta, un proceso políti-

co de reacción de la ciuda-

danía a este problema, que 

concluyó con la convocato-

ria a una Asamblea Consti-

tuyente en las elecciones de 

1990. De ese proceso, nace 

el 4 de julio de 1991 la Nue-

va Constitución y, con ella, 

una de sus hijas predilectas: 

la Fiscalía General de la Na-

ción.

La idea fue crear un ente 

investigador de los temas 

penales que cumpliera con 

la función de presentar acu-

saciones ante los jueces sin 

estar vinculado a la etapa 

de juzgamiento, siempre 

buscando aumentar las ga-

rantías a los imputados en 

los procesos.
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El primero de julio de 

1992, nace oficialmente la 

Fiscalía. Gustavo de Greiff 

Restrepo, un antioqueño 

que se siente apasionado 

del derecho, toma las rien-

das de la institución. 

En las manos de este 

exrector del Colegio Mayor 

de Nuestra Señora del Ro-

sario y exembajador de Co-

lombia en México estuvo la 

responsabilidad de crear las 

bases de la entidad. La pri-

mera fase de organización 

administrativa inició con 

cerca de 10.509 servidores,  

ubicados en las áreas de fis-

calías, CTI, administrativa, 

financiera y staff.

En los primeros años, 

su personal correspondía 

en su gran mayoría al que 

había sido incorporado del 

sistema anterior. Se trata-

ba de personas que labora-

ron durante mucho tiempo 

como jueces de distrito, de 

instrucción criminal, muni-

cipales y de aduanas. Des-

de ese momento pasaron a 

llamarse fiscales.

El reto inicial era edu-

car a estos funcionarios en 

un nuevo enfoque, pues un 

fiscal siempre va a pensar 

distinto a un juez. El enton-

ces fiscal De Greiff dice que 

“es realmente admirable 

que quienes eran jueces y 

se convirtieron en fiscales, 

hubieran logrado esa tran-

sición intelectual de haber 

sido jueces y pasar a ser in-

vestigadores acusadores. 

Ese cambio despertó en el 

país una gran esperanza 

y se vio cómo la gente es-

taba esperanzada en que 

ese cambio significara algo 

bueno para el país, la socie-

dad y  la justicia, en parti-

cular, en aquel momento 

en que había muchos pro-

blemas”. 

La Fiscalía General de la 
Nación es una de las hijas 

predilectas de la Constitución 
de 1991.

Cortesía: El Tiempo



Paralelamente a los 

éxitos judiciales se daba la 

transformación de los jue-

ces en fiscales y la organi-

zación administrativa de la 

Fiscalía General de la Na-

ción.

Fortalecimiento 
administrativo

En agosto de 1994, 

luego de la salida de Gus-

tavo de Greiff por cumplir 

la edad de retiro forzoso, 

comienza otra fase en el 

ente acusador, esta vez con 

la designación de Alfonso 

Valdivieso Sarmiento, un 

abogado santandereano 

que se autodefine como 

“un profesional en derecho 

siempre con vocación en los 

temas públicos”. Ha estado 

vinculado a la docencia y la 

política, pues se desempe-

ñó como congresista, mi-

nistro de educación y entre 

1994–1997, Fiscal General 

de la Nación.

En la segunda mitad de 

los noventa, la coyuntura 

del país mostraba una par-

ticularidad de la delincuen-

cia. Se forjaba, en medio 

del desafío de los narcotra-

ficantes, un desarrollo inci-

piente de lo que serían los 

grupos paramilitares y la 

guerrilla en estos años. 

El reto que asumió Al-

fonso Valdivieso Sarmiento 

fue presentar a la Fiscalía 

como una estructura eficaz 

para afrontar todas esas de-

lincuencias.

El proceso de fortaleci-

miento institucional tuvo 

cuatro pilares. El primer 

proyecto fue la descon-

gestión, que empezó en 

noviembre de 1994, con la 

consolidación de los datos 

de las unidades locales de 

fiscalías. De allí surge un 

mapa nacional de conges-

tión, que sirvió a la Comi-

sión Nacional de Descon-

gestión para nombrar a 320 

fiscales y 320 secretarios 

judiciales que hacían falta.

La siguiente base es-

tuvo en el fortalecimiento 

de la capacitación de los 

funcionarios con el fin de 

mejorar el nivel investiga-

tivo. Aquí se hizo énfasis en 

la sensibilización en temas 

como derechos humanos. 

Además, se creó la Unidad 

Nacional de Fiscalías Dere-

chos Humanos. La tercera 

estrategia fue combatir la 

impunidad y criminalidad 

en Bogotá y para ello creó 

cinco nuevas Unidades de 

Reacción Inmediata (URI) 

en sectores decisivos como 

Ciudad Kennedy, Ciudad 

Bolívar, Engativá, Paloque-

mao y Usaquén.

Narcos y días 
difíciles

En  los dos primeros 

años de la Fiscalía General 

de la Nación, ya los resulta-

dos vislumbraban la contun-

dencia y el profesionalismo 

de quienes la lideraban.   

Al duro reto planteado 

por los narcotraficantes de 

los carteles, se respondió 

con eficiencia. El desman-

telamiento del Cartel de 

Medellín y de los carteles 

de la Costa, en la frontera 

con Venezuela, y el inicio de 

la desaparición del Cartel 

de Cali fueron los principa-

les hechos para destacar en 

ese período.

Para De Greiff, esos re-

sultados contra el narco-

tráfico son su legado; sin 

embargo, afirma que “real-

mente quien logró ese des-

mantelamiento fue la Fis-

calía durante mi época. Y 

no fue sólo mía. Fue una la-

bor de todo el conjunto de 

la Fiscalía, de la Directora 

Nacional de Fiscalías, una 

mujer muy valiente, la doc-

tora Ana Montes, y de todo 

el personal de Medellín. 

Naturalmente el Ejército 

Nacional y la Policía Nacio-

nal también intervinieron; 

pero, el éxito no fue de una 

sola persona o de una sola 

institución”. 
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Adicionalmente, se pro-

yectó el Cuerpo Técnico de 

Investigación (CTI) como un 

equipo especializado en el 

análisis de información en 

todas las áreas del delito  y 

coordinado con las demás 

instituciones con funciones 

de policía judicial.  

En la parte administra-

tiva, la entidad se fortaleció 

en otras áreas como la sis-

tematización institucional, 

el análisis de la carrera ju-

dicial, la reorganización de 

las direcciones seccionales 

de fiscalías y de los CTI sec-

cionales, la revisión del sis-

tema de cooperación inter-

nacional y el mejoramiento 

de las comunicaciones in-

ternas.

Asimismo, se desarrolló 

un plan de reingeniería lla-

mado Calidad en el Servi-

cio, con el apoyo del Banco 

Interamericano de Desarro-

llo (BID), el cual permitió 

una mejora notable en los 

servicios que se prestan a 

los usuarios.

Entre 1994 y 1997 se 

marca una época en la his-

toria del país. En este lapso 

se evaluó la causa por la 

cual algunos procesos no 

lograban avanzar. Como 

consecuencia, el expedien-

te que se seguía contra Gui-

llermo Pallomari, el tesore-

ro del cartel de Cali, con el 

número 8.000, fue trasla-

dado a Bogotá. Desde ese 

momento fue el símbolo de 

la corrupción.

“Al asignar fiscales a 

temas muy específicos 

para lograr resultados, se 

identifican los nexos entre 

política y narcotráfico. Era 

muy importante que estas 

organizaciones, dedicadas 

al narcotráfico, se pudie-

ran aislar y excluir de una 

manera más específica en 

la medida que ellos tenían 

nexos con otros sectores 

que les servían de protec-

ción. Fue muy difícil inves-

tigarlos. Debía entenderse 

que los grandes capos eran 

vulnerables”, afirma Valdi-

vieso. 

Preparándose 
para el tercer 
milenio

En agosto de 1997, Al-

fonso Gómez Méndez llega 

a la Fiscalía. Abogado toli-

mense especialista en dere-

cho constitucional y penal y 

prestigioso catedrático. An-

tes había ocupado cargos 

públicos como Procurador 

General de la Nación, Em-

bajador en Austria y Con-

gresista.

En este cuatrienio, el 

desafío del Fiscal estaba en 

Laboratorio de genética del CTI. 



trabajar bajo la mirada de 

un país que vivía una épo-

ca especialmente marcada 

por las tomas guerrilleras, 

el asesinato de periodistas, 

los días de terror con las 

masacres por parte de los 

grupos paramilitares y la 

guerrilla, entre otros.

Sin embargo, lejos de 

verse atribulada por el reto, 

la Fiscalía siguió creciendo, 

incrementó sus capacida-

des y brindó resultados 

contundentes al país. En 

1997, la entidad ya había 

duplicado con respecto a 

1992 el número de servido-

res. Veinte mil 134 personas 

laboraban allí.

Para atacar de una me-

jor manera la criminalidad, 

fueron incorporadas tec-

nologías como el laborato-

rio de genética, los equipos 

de interceptación, los pro-

gramas de investigación, 

las estructuras de apoyo 

y la Escuela de Criminalís-

tica, que han permitido, 

Cortesía: Kien y Ke
Carlos Mario Jiménez y Ernesto Báez, líderes de las AUC. 
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desde entonces, a jueces y 

fiscales, tener mayor apo-

yo técnico y científico para 

su trabajo.

“Esta es una labor de 

equipo de muchos años, la 

Fiscalía está aún en etapa 

de formación y todos quie-

nes hemos pasado por ella 

pusimos nuestro granito, 

ese sello personal y todos 

nos hemos empeñado en 

sacar adelante este barco”, 

afirma. En su administra-

ción se impulsó un nuevo 

código penal y de proce-

dimiento penal (leyes 599 

y 600).

También fueron crea-

das las unidades especiali-

zadas en Delitos contra la 

Administración Pública, de 

Delitos contra Derechos de 

Autor, del Acceso a la Pres-

tación Ilegal de Servicios 

de Telecomunicaciones y 

las unidades nacionales 

para Extinción de Dominio 

y Lavado de Activos, An-

tinarcóticos y de Interdic-

ción Marítima. 

El fortalecimiento téc-

nico y tecnológico permitió 

desarrollar mejor las inves-

tigaciones como las del pro-

ceso 8.000, la identificación 

y captura del asesino en se-

rie Luis Alfredo Garavito, se 

determinó quienes fueron 

los autores de los crímenes 

de tres indigenistas esta-

dounidenses ocurrido en 

1999 a manos de las Farc, la 

masacre de Mapiripán por 

parte de las autodefensas, el 

crimen del periodista Jaime 

Garzón por el cual se reali-

zó la acusación a Juan Pa-

blo Agudelo por homicidio 

agravado y se vinculó a la in-

vestigación al jefe paramili-

tar Carlos Castaño Gil como 

uno de los determinadores.

Había avanzado el pri-

mer año del siglo XXI y 

la Fiscalía General de la 

Nación, a pocos meses 

de cumplir sus primeros 

10 años, recibía a quien 

fue el cuarto hombre que 

se sentó a dirigirla. El 

abogado y economista 

Luis Camilo Osorio Isaza, 

quien ha tenido una gran 

experiencia en adminis-

tración pública como re-

gistrador nacional, ma-

gistrado del Consejo de 

Estado y embajador.

Durante el año 2001, 

Colombia vivía una de las 

etapas de orden público 

más difíciles de su historia. 

Acontecimientos naciona-

les como la guerra entre 

las FARC y el ELN contra 

las Autodefensas Unidas 

de Colombia (AUC), se-

cuestros y asesinatos de 

reconocidos políticos y 

la crisis permanente de 

los diálogos de paz, entre 

otros, determinarían el ac-



tuar de la Fiscalía General 

de la Nación.

Fue esta coyuntura na-

cional lo que evidenció la 

necesidad de generar una 

nueva propuesta para la 

gerencia de la justicia y su 

manifestación penal en el 

país. Se tenía que trabajar 

en conjunto para restituir la 

soberanía nacional, afecta-

da en el territorio que con-

formó la zona de distensión 

y en aquellos municipios 

donde las instituciones gu-

bernamentales no hacían 

presencia. Inicialmente lo 

hizo como policía judicial.

En los cuatro años pos-

teriores a la finalización de 

los diálogos de paz con la 

guerrilla de las FARC, se 

intensificaron las acciones 

terroristas en Bogotá. “El 

atentado al Club El Nogal, 

la Casa de Nariño, al Cen-

tro Comercial Andino y la 

misma Fiscalía General de 

la Nación en su sede en Me-

dellín se pudo determinar 

que fueron realizados por 

las FARC. Además, se  puso 

tras las rejas a uno de los 

determinadores del magni-

cidio de Luis Carlos Galán”, 

afirma el ex fiscal Osorio.

Paralelamente se traba-

jó para impedir la corrup-

ción en la entidad. Más de 

mil funcionarios, incluyen-

do al propio Fiscal General, 

se realizaron la prueba de 

polígrafo en el fin de pro-

porcionarle más confianza 

a la ciudadanía. Pero la cru-

zada contra la corrupción 

no quedó allí. Entre 2001 y 

2005 hubo investigaciones 

a cerca de 700 alcaldes y 26 

gobernadores y un alto nú-

mero de concejales fueron 

llevados a la cárcel por ac-

tos de corrupción. 

La revolución 
del sistema 
judicial

Una estrategia para 

agilizar la justicia y hacerla 

más eficaz, además de dis-

minuir al máximo la inefi-

cacia e impunidad, fue la 

implantación del sistema 

penal acusatorio, vigente 

desde 2005 y que sin lugar a 

dudas “revolucionó el siste-

ma judicial”.

En una entrevista con-

cedida a la revista Semana, 

el exfiscal Osorio anunciaba 

que “a tan sólo seis meses 

que hubiera entrado en ope-

ración la justicia oral, inicial-

mente en Bogotá y en el Eje 

Cafetero,  la Fiscalía ya había 

recibido 42.000 denuncias, 

de las cuales 30.000 fueron 

programadas para concilia-

ción, o sea que no fueron a 

juicio, y de estas, 15.000 ter-

minaron en acuerdo. Este 

volumen excepcional de 

Entre 2001 y 2005 hubo 
investigaciones a cerca 
de 700 alcaldes y 26 

gobernadores y un alto 
número de concejales 

fueron llevados a la cárcel 
por actos de corrupción. 
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muchos políticos naciona-

les involucrados con para-

militares fueron detenidos 

y judicializados.

Si cumplimos, no Mario 

Iguarán, sino esos fisca-

les, investigadores, fun-

cionarios administrativos 

y de apoyo que tiene esta 

institución. Ellos fueron 

quienes lograron estos re-

sultados para el bien de la 

justicia colombiana”,  afir-

ma el exfiscal.

En interinidad 
pero con resul-
tados 

Una vez terminado el 

periodo de Iguarán Arana y 

ante la falta de designación 

en propiedad por parte de la 

Corte Suprema de Justicia, 

asume como encargado el 

hasta entonces vicefiscal 

Guillermo Ignacio Mendoza 

Diago.  Un jurista que desde 

agosto de 2009 y hasta ene-

ro de 2011 ejerció el cargo. 

Durante toda su vida 

profesional, ha laborado 

como juez promiscuo, pe-

nal, de instrucción criminal 

y de circuito, además haber 

sido por más de 16 años fun-

cionario de la Fiscalía Gene-

ral de la  Nación en cargos 

como el de fiscal delegado 

ante la Corte Suprema de 

Justicia, director nacional de 

conciliaciones se debe a la 

ventaja que tiene el nuevo 

sistema de dar con el culpa-

ble y a la inminente condena 

a la que se ve enfrentado en 

los juicios orales”. 

La puesta en marcha de 

este sistema ha sido uno de 

los mayores retos que han 

asumido los servidores de 

la entidad. Continuar con el 

desarrollo del nuevo siste-

ma penal, que dejaría de ser 

inquisitivo y pasaría a ser 

oral, fue el desafío que asu-

mió Mario Germán Iguarán 

Arana como Fiscal General 

de la Nación.

Entre 2005 y  2009, la 

Fiscalía asumió retos inédi-

tos. El cambio del sistema 

procesal supuso la aplica-

ción gradual del modelo 

acusatorio mixto a lo largo 

del país e implico diversas 

modificaciones en la orga-

nización institucional. La 

premisa era que una justicia 

penal eficaz, pronta y garan-

tista, en la que el servicio a la 

comunidad y la salvaguarda 

de sus derechos esenciales, 

se reafirmarían como una 

prioridad y la base funda-

mental del servicio.

Al tiempo que se conti-

nuó con el fortalecimiento 

administrativo de la enti-

dad, nació la Unidad Nacio-

nal de Fiscalías para la Jus-

ticia y la Paz, a la vez que 



fiscalías (e), vicefiscal gene-

ral de la nación y Fiscal Ge-

neral de la Nación (e).

Durante su administra-

ción, el entorno nacional 

giró alrededor de hechos 

como el escándalo de Agro 

Ingreso Seguro, la epidemia 

mundial del virus de la gripe 

AH1N1, la liberación, des-

pués de 12 años, del miem-

bro de la fuerza pública Pa-

blo Emilio Moncayo, y una 

fuerte ola invernal.

El encargo de Mendoza 

Diago no fue una limitan-

te para que el equipo de 

trabajo institucional con-

tinuara avanzando en me-

jorar la gestión. Durante 

este lapso, se creó la Uni-

dad Nacional de Fiscalías 

Delegadas contra las Ban-

das Emergentes, la Uni-

dad  Nacional contra los 

Delitos de Desaparición y 

Desplazamiento Forzados 

y la Unidad Nacional de 

Fiscalías para los Desmo-

vilizados. En materia ju-

dicial se tomaron decisio-

nes que tocaron el sentir 

nacional, como el haber 

declarado el magnicidio 

de Luis Carlos Galán un 

delito de lesa humanidad 

para evitar su prescrip-

ción, se imputaron cargos 

a siete funcionarios del 

Ministerio de Agricultura 

por celebración indebida 

de contratos y se involu-

cró a una ex directora del 

DAS con el escándalo de 

seguimientos e intercep-

taciones ilegales.

A 18 años de la entrada 

en funcionamiento de la Fis-

calía General de la Nación, 

se da inicio el desarrollo de 

la carrera administrativa en 

el área de fiscalías. Con el 

nombramiento de fiscales 

y asistentes en estricto or-

den de lista de elegibles se 

inició la primera fase de la 

implantación definitiva del 

ingreso y permanencia por 

concurso de méritos.

Este proceso adminis-

trativo se convirtió en uno 

de los periodos más trau-

máticos por el que a lo largo 

de la historia institucional 

tuvieron que pasar sus fun-

cionarios. Así lo ratifica el 

propio Fiscal General de la 

época Guillermo Mendoza. 

“Una de las decisiones que 

me costaron y que aún me 

pesan son aquellas que tuve 

que tomar a raíz de la aplica-

ción de la carrera adminis-

trativa, máxime cuando du-

rante mi carrera profesional 

trabajé con fiscales que eran 

muy profesionales y me 

tocó ver salir de la entidad”.

El 12 de enero de 2011, 

llegó a la Fiscalía General de 

la Nación Viviane Morales 

Hoyos. Una abogada que 

ha ocupado, entre otros, 
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cargos de elección popular 

como el de representante a 

la cámara y senadora de la 

república y pasará a la his-

toria como la primera mujer 

en ocupar el cargo de Fiscal 

General de la Nación.

Lucha contra la 
corrupción ad-
ministrativa 

Mientras Colombia co-

nocía más sobre el escán-

dalo del llamado carrusel 

de la contratación en Bo-

gotá, Juan Manuel Santos 

cumplía un año como pre-

sidente de Colombia, se 

llevaban a cabo las eleccio-

nes regionales de Colombia 

para el 2011 y en un opera-

tivo del Ejército Nacional 

fue abatido el máximo jefe 

de las FARC, alias Alfonso 

Cano. Entre tanto, la Fis-

calía General de la Nación 

continuaba su lucha frontal 

contra la corrupción de la 

administración pública.

 “La presentación per-

sonal del Fiscal en las au-

diencias de imputación y 

acusación mostró la vo-

cación y la misión de los 

propios fiscales, además 

del compromiso de luchar 

contra los delitos de la 

administración pública y 

contra los delitos de cuello 

blanco”, afirma Morales. 

Igualmente, en la bús-

queda de la especialización 

en la investigación, durante 

2011 se crearon tres nue-

vas unidades nacionales de 

fiscalía: la Unidad Nacional 

Fiscalías contra las Bandas 

Emergentes, la Unidad Na-

cional de Fiscalía contra los 

Delitos de Desaparición y 

La asignación irregular de subsidios a través del programa Agro Ingreso Seguro generó una investigación en contra de altos funcionarios del Estado.



Desplazamiento Forzados 

y la Unidad Nacional de Fis-

calías de Delitos contra los 

Recursos Naturales y el Me-

dio Ambiente.

Además, se incorpora-

ron a la Fiscalía General de 

la Nación un total de 3.218 

funcionarios del desapare-

cido Departamento Admi-

nistrativo de Seguridad y 

la entidad recibió más de 

63 bienes inmuebles por 

valor de $105.774 millones 

763.148 pesos, entre los que 

se destacan el edificio cen-

tral de Paloquemao en Bo-

gotá;  la Academia Superior 

de Inteligencia y Seguridad 

Pública Aquimindia, en la 

vía Cota-Suba, y un amplio 

parque automotor.

Durante este perio-

do, se incrementó de la 

plata de personal en más 

de 1.500 nuevos cargos. 

Asimismo, se fortaleció 

la atención y protección a 

las víctimas mediante la 

creación de nuevos centros 

de atención a víctimas, se 

diseñaron mecanismos in-

ternos en la Dirección Na-

cional de Fiscalías que de-

ben prestar una atención 

diferencial a los casos de 

niños víctimas de delitos y 

los referentes al sistema de 

responsabilidad penal de 

adolescentes. Viviane Mo-

rales estuvo en la Fiscaía 

hasta febrero de 2012.

El 22 de marzo de 2012, 

el abogado especialista en 

derecho penal y constitu-

cional y expresidente de la 

Corte Constitucional Luis 

Eduardo Montealegre Ly-

nett fue elegido por la Cor-

te Suprema de Justicia, con 

16 de los 23 votos posibles, 

como nuevo Fiscal General 

de la Nación. 

Mejorando lo 
mejor

Una Fiscalía que equi-

libre la garantía de los im-

putados con la protección a 

las víctimas, y la verdad, la 

justicia y la reparación es el 

legado que pretende dejar 

Luis Eduardo Montealegre 

Lynett. Incrementar la efec-

tividad de las investigacio-

nes, disminuir la congestión, 

mejorar el servicio a la ciu-

dadanía y fortalecer la políti-

ca del Estado en materia cri-

minal hacen parte de la hoja 

de ruta institucional para los 

próximos años, consignada 

como objetivos fundamen-

tales de la entidad.

Una de las agendas más 

importantes que tiene el 

mundo contemporáneo es 

la de los derechos humanos 

y la lucha contra la impuni-

dad. Por esa razón, la Fisca-

lía General de la Nación está 

diseñando una nueva políti-

En este sentido la 
priorización está centrada 
en los derechos humanos 

y el papel institucional 
dentro de la Ley de 
Justicia y Paz, pero 

indiscutiblemente, también 
hay que avanzar en la 

lucha contra la corrupción: 
Eduardo Montealegre.
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ca en materia de investiga-

ciones sobre el tema.

Ese plan está centrado 

en la experiencia de tribu-

nales internacionales y se 

encuentra fundamentado 

en la experiencia de la Corte 

Penal Internacional. Especí-

ficamente, hay que crear 

criterios de priorización. 

“Un sistema penal o una 

sociedad como la que tiene 

Colombia, con un conflicto 

armado que ha producido 

más de 300.000 víctimas, 

no tiene la capacidad para 

responder eficazmente 

a investigar simultánea-

mente todas las graves 

violaciones. Por esa razón, 

hay que priorizar, hay que 

establecer unos criterios 

para determinar que hay 

que darles preferencia a 

las graves violaciones a los 

derechos humanos, a la in-



vestigación de los máximos 

responsables y determinar 

qué delitos tienen una ver-

dadera opción frente a los 

jueces en el juicio oral. Con 

base en toda esa experien-

cia fundamentalmente de 

la antigua Yugoyslavia, de 

la Corte Penal Internacional 

de los procesos de paz que 

se han dado  en algunos lu-

gares del mundo, estamos 

trabajando con la sociedad 

civil y con las ONG en la 

construcción de criterios 

de priorización”, afirma el 

Fiscal General de la Nación, 

Eduardo Montealegre.

El papel insti-
tucional en el 
futuro nacional 

La construcción de los 

criterios de priorización y de 

una gran reorganización de 

la justicia transicional son 

los retos próximos de la Fis-

calía General de la Nación.

En este sentido, la prio-

rización está centrada fun-

damentalmente en los de-

rechos humanos y el papel 

institucional dentro de la 

ley de justicia y paz; pero 

también hay que avanzar 

en la lucha contra la corrup-

ción. La institución se vie-

ne preparando para hacer 

una gran reorganización en 

materia administrativa fun-

damentada en fortalecer 

los mecanismos de lucha 

contra la corrupción, los ele-

mentos y los instrumentos 

con los que cuenta la policía 

judicial para la búsqueda de 

delitos contra la administra-

ción pública y una labor muy 

coordinada con los otros 

órganos del Estado como la 

Procuraduría, la Contraloría 

y la Presidencia. 

Cuando finalice su ges-

tión, el Fiscal General de la 

Nación pretende haberle 

entregado al país el redise-

ño de la política criminal, 

fundamentalmente en ma-

teria de investigaciones de 

derechos humanos, haber 

fortalecido y dado una res-

puesta al país en todas las 

investigaciones que se están 

realizando en materia de 

justicia transicional y en la 

lucha contra la impunidad. 

“Yo quisiera, al termi-

nar mi gestión, mostrar 

una Fiscalía General de la 

Nación que haya luchado 

contra la impunidad, que 

haya logrado la reconstruc-

ción histórica de muchos 

de los hechos del conflicto, 

que haya contribuido a la 

reparación de las víctimas, 

una justicia, una fiscalía 

que equilibre la garantía de 

los imputados con la pro-

tección  de las víctimas”.

Seis Talleres de Construcción de Criterios de Priorización para la Investigación realizó la Fiscalía General de la Nación durante el presente año.  



20

F i s c a l í a  G e n e r a l  d e  l a  N a c i ó n Huellas

EL NUEVO TRIÁNGULO 
DORADO 

Medio ambiente, anticorrupción judicial y defensa de los desmovilizados   



EL NUEVO TRIÁNGULO 
DORADO 

Medio ambiente, anticorrupción judicial y defensa de los desmovilizados   

-  Las nuevas unidades fueron creadas para investigar estos 
delitos. Trabajos en Malpelo, Bogotá y el páramo de Santurbán, 
entre otros, reflejan su labor. Se busca también acabar con la 
posible corrupción en la rama judicial.
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a continua aparición de 

nuevas formas de delincuen-

cia y de violación de normas 

ha llevado a que los fiscales 

e investigadores desarrollen 

métodos para especializarse 

en la persecución a ciertas 

tipologías. Con tal objetivo, 

la Fiscalía General de la Na-

ción ha desarrollado una se-

rie de entidades para atacar 

esas formas de delito.

Casos como las agresio-

nes contra el medio ambien-

te, la prevención de la co-

rrupción en la rama judicial 

y la atención especial que 

tienen los desmovilizados 

llevaron a la creación duran-

te este año de tres nuevas 

unidades con el fin de faci-

litar los trabajos de inves-

tigación. Por eso, ahora se 

encuentran en el organigra-

ma de la Fiscalía la Unidad 

Nacional de Fiscalías de De-

litos contra los Recursos Na-

turales y el Medio Ambiente 

(Unma), la Unidad Nacional 

para la Investigación a Fun-

cionarios de la Rama Judicial 

y la Unidad Nacional de Fis-

calías para los Desmoviliza-

dos, respectivamente.

Guardianes de 
la naturaleza

Los buzos rusos se sor-

prendieron. Al descender a 

las aguas cercanas a la isla 

de Malpelo, en pleno Pací-

L



fico colombiano, vieron los 

cuerpos moverse al vaivén 

del agua. Un grupo de tibu-

rones o, más exactamente, 

los cadáveres de los anima-

les, reposaban en el fondo 

del arrecife como en un lú-

gubre cementerio marino.

Los animales muertos 

fueron los últimos de los 

casi 2000 que los pesca-

dores  costarricenses y de 

otras naciones habían eje-

cutado para arrancarles las 

aletas a los animales. Esto 

ocurrió en el mes de octu-

bre del 2011. Precisamente 

para combatir los delitos 

ambientales de este tipo 

nació la Unidad Nacional de 

Fiscalías de Delitos contra 

los Recursos Naturales y el 

Medio Ambiente (Unma).

Su debut en público se 

dio resolviendo ese proble-

ma. Cinco capturas y la in-

cautación de una embarca-

ción de nombre Yamaury 1, 

de bandera costarricense, 

mientras pescaban ilegal-

mente en una zona colom-

biana que la Unesco declaró 

como santuario de fauna y 

flora fueron el resultado de 

dicha operación.

Al tener conocimien-

to de los hechos, la Unma 

realizó la operación y de-

sarrolló el proceso por los 

delitos de violación de 

fronteras para la explota-

ción o aprovechamiento 
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de los recursos naturales, 

ilícito aprovechamiento 

de los recursos naturales 

renovables e ilícita ac-

tividad de pesca. Se les 

impuso medida de asegu-

ramiento consistente en 

detención preventiva en 

centro carcelario. Al cie-

rre de esta edición estaba 

pendiente de conocerse el 

sentido del fallo, pues el 

juicio ya se realizó.

La Unidad nace con la 

resolución 03438 del 29 

de diciembre del 2011. 

Para efectuar su labor 

cuenta con el apoyo de 

peritos adscritos al CTI, 

como ingenieros quími-

cos, forestales, mineros, 

ambientales, entre otros. 

Además, se tiene la cola-

boración de laboratorios 

para el análisis de agua, 

suelos mineros y espe-

cies animales y vegetales 

y entidades oficiales, los 

cuales están adscritos al 

Sistema Nacional Am-

biental (Sina). 

Actualmente, se está 

desarrollando un proto-

colo para el manejo de 

la escena del crimen am-

biental con énfasis en la 

minería ilegal. Igualmente 

se cuenta con el protocolo 

para el análisis del recurso 

hídrico contaminado por 

vertimientos industriales.

Durante los últimos 

tres meses, la Unma, con 

sus tres fiscales asignados 

y la jefe de la unidad, ha 

realizado la judicialización 

en el caso de cinco ope-

rativos de minería ilegal 

efectuados en los munici-

pios de Cáceres y Caucasia 

(Antioquia); Norosí y Si-

mití (Sur de Bolívar); Ma-

güi Payán (Nariño) y Yuto 

(zona del Atrato chocoa-

no. Cuarenta y siete per-

sonas fueron capturadas.

La Unma adelanta 122 

procesos, de los cuales 109 

se encuentran en etapa de 

indagación, siete en etapa de 

investigación, cinco en etapa 

de juicio oral, correspondien-

tes a los mencionados opera-

tivos y en uno se ha proferido 

sentencia condenatoria.

Si la sal se co-
rrompe… 

La rama judicial en Co-

lombia es el mecanismo 

ideal creado por el esta-

do social de derecho para 

castigar la corrupción. El 

problema está cuando ese 

fenómeno se presenta en la 

misma rama. 

Y cuando la incorrupti-

ble sal empieza a dañarse, 

hay que entrar a buscar so-

lución. En el año 2005, lue-

go de la aparición de casos 

en los que se vislumbraba 

la posibilidad de la exis-

tencia del fenómeno entre 

funcionarios debido al nulo 

avance de muchos proce-

sos, comienzan a surgir 

nuevas herramientas.

El entonces Fiscal Luis 

Camilo Osorio creó una es-

tructura antimafia para ata-

car el problema e investigar 

en la misma Fiscalía ciertas 

irregularidades. Ese fue el 

embrión para que dos años 

más tarde surgiese el Grupo 

de Trabajo para la Investiga-

ción de Funcionarios de la 

Rama Judicial y de la Fisca-

lía General de la Nación. Su 

labor rindió frutos, pues de 

esta adolescencia pasó en 

septiembre del 2011, me-

diante la resolución 0-2580 

de ese año, a su mayoría de 

edad y a llamarse la Unidad 

Nacional para la Investiga-

ción de Funcionarios de la 

Rama Judicial (Unifuj).

Sus funciones están 

centradas en investigar las 

denuncias por corrupción 

en la rama judicial que les 

sean asignadas directa-

mente por el Fiscal General 

de la Nación debido a su 

complejidad o significación 

ante el público. Ese trabajo 

incluye la investigación a 

particulares que estén in-



volucrados como coauto-

res o determinadores.

En sus diez primeros 

meses de trabajo, los fisca-

les de la Unifuj han trabaja-

do en procesos por preva-

ricato, vínculos con grupos 

ilegales, abuso de la función 

pública, falsedad material 

en documento público y 

privado, fraude procesal, 

celebración de indebida de 

contratos y peculado por 

apropiación, entre otros. 
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Zanahoria y 
garrote 

En todos los procesos 

de reincorporación de 

combatientes ilegales, 

trátese de guerrilleros o 

paramilitares, a la vida 

civil, uno de los principa-

les problemas tiene que 

ver con los delitos que se 

perdonan, a cuáles no se 

les aplica pena y en qué 

casos se debe seguir ade-

lante con la investigación 

y condenar.

En la legislación colom-

biana, específicamente en 

la ley 1424, existe una se-

rie de beneficios jurídicos 

en el marco de las políticas 

de justicia transicional para 

quienes se desmovilicen y 

cumplan con los requisitos 

allí planteados. 

La norma habla de los 

delitos de concierto para 

delinquir simple o agrava-

do, porte ilegal de armas, 

uso de radios y transmi-

sores y uso de prendas de 

uso privativo de las fuer-

zas militares. 

Esta situación no impli-

ca que el Estado renuncie a 

la obligación de investigar 

y sancionar a los responsa-

bles de las conductas que 

constituyan delitos para 

así garantizar a las vícti-

mas el derecho a la ver-

dad, justicia y reparación.

En este contexto, la 

Fiscalía, como parte de 

la cooperación interinsti-

tucional del Estado, creó 

el 11 de agosto del 2011, 

con fiscales e investiga-

dores especializados, la 

Unidad Nacional de Fis-

calías para los Desmovi-

lizados. La intención de 

este grupo es darle cum-

plimiento a la ley, pues 

esta no ordena el archivo 

de las investigaciones por 

delitos diferentes y es allí 

donde se adelantan estos 

procesos.

El trabajo de la Unidad 

lo realizan 70 fiscales es-

pecializados en Bogotá 

Cali, Cúcuta, Medellín, 

Bucaramanga, Santa Mar-

ta, Villavicencio, Valledu-

par y Montería.

La distribución de los 

fiscales en las ciudades se 

encuentra establecida de 

acuerdo con el número de 

procesos que deben aten-

der que, a su vez, respon-

de al número de personas 

que se han desmovilizado 

en esas regiones del país, 

al lugar de operación de 

los grupos y por razones 

logísticas que permitan 

un mejor avance en las in-

vestigaciones. 

Dentro de los resulta-

dos que a la fecha registra 

la Unidad se cuenta con 

cinco sentencias conde-

natorias de desmoviliza-

dos que, por haber incu-

rrido en delitos después 

de desmovilizados, no po-

drán acceder a los benefi-

cios de la ley, y no aprove-

charon esta oportunidad 

brindada por el Estado.

MEMORIA HISTÓRICA

1.  El Centro de Memoria Histórica tiene 

como objeto reunir y recuperar todo el 

material documental, testimonios orales 

y por cualquier otro medio relativos a 

las violaciones de que trata el artículo 

147 de la Ley de Víctimas y restitución 

de Tierras. 

2. Allí los desmovilizados deberán 

presentarse a contar toda la verdad 

de lo ocurrido durante el tiempo de 

violencia y el contexto en el que se 

desarrolló.  El Centro de Memoria 

Histórica debe certificar la participación 

del desmovilizado a fin de  obtener 

beneficios.

3. Para ser favorecidos, los miembros 

deben, además, suscribir el Acuerdo 

de Contribución a la Verdad y la 

Reparación, no registrar antecedentes 

por hechos cometidos durante su 

pertenencia a la organización, estar 

en la ruta de reintegración o haberla 

culminado y participar en el Centro de 

Memoria Histórica.



Cortesía: El Tiempo
Entrega de armas del bloque Centauro de las AUC que durante años operó en los Llanos Orientales.



A LA DEFENSA DE 
LA POBLACIÓN 
VULNERABLE

- La línea de atención 123 será adaptada para que haya 
no sólo la atención policial inmediata de protección, sino 
lmédica, psicológica y toda aquella que por derecho una 
víctima debe tener.



A LA DEFENSA DE 
LA POBLACIÓN 
VULNERABLE

E l caso del asesinato, vio-

lación y empalamiento de 

Rosa Elvira Cely, ocurrido 

en la madrugada del 24 de 

mayo en el Parque Nacional 

de Bogotá, que acaparó la 

atención de los medios de 

comunicación, conmovió 

a la ciudadanía y la llevó a 

reaccionar para rechazar 

las agresiones en contra de 

la población vulnerable.

Silenciosamente, mu-

chos niños, mujeres, ancia-

nos y también personas en 

condición de discapacidad 

han soportado por diferen-

tes motivos las agresiones 

de las que han sido vícti-

mas y los argumentos para 

no delatar a sus víctima-

rios son diversos. Razones 

culturales que hacen ver 

la agresión como parte de 

la rutina diaria y algo que 

está permitido, miedo por 

perder algún beneficio eco-

nómico, temor a la agresión 

a hijos menores o ancianos, 

miedo a perder el empleo 

y otros. Lo cierto es que de 

no ponerles freno, estas si-

tuaciones pueden concluir 

de una manera nefasta. 

Para la comunidad na-

cional, homicidios como 

el de Cely, la sevicia con la 

que actuaron sus victima-

rios y el empalamiento al 

que fue sometida no deben 

ser soportables, tolerables 

ni aceptables en ninguna 

sociedad, ha dicho con ve-

hemencia el Fiscal General 

de la Nación, Eduardo Mon-

tealegre Lynett.
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La muerte de esta mu-

jer, que engrosa la ya muy 

extensa lista de víctimas 

de agresiones, maltrato y 

violencia no sólo en Bogo-

tá sino en todo el territorio 

nacional, encendió las alar-

mas en la Fiscalía General 

de la Nación y en la Alcaldía 

Mayor de Bogotá, que unie-

ron esfuerzos para poner en 

marcha en un plazo no su-

perior a seis meses la Uni-

dad de Reacción Inmediata 

para Protección y Atención 

a la Población Vulnerable.

La nueva Unidad traba-

jará en la capital del país de 

manera coordinada con la 

línea de atención de emer-

gencias 123 y estará confor-

mada por un equipo inter-

disciplinario de la Fiscalía, la 

Policía Metropolitana, sicó-

logos y expertos en atención 

a víctimas. Tendrá entre sus 

funciones el conocer sobre 

las conductas violentas en 

contra de grupos vulnera-

bles como ancianos, muje-

res, niños, población LGTB y 

habitantes de la calle. 

De esta forma,  la línea 

de atención 123 será adap-

tada para que las llamadas 

de este tipo puedan ir di-

rectamente a los grupos 

de las unidades de reacción 

inmediata (URI) sin pasar 

por aparatos burocráticos 

intermedios y de esta for-

ma generar, no sólo la ac-

ción policial inmediata de 

protección, sino la atención 

médica y psicológica a la 

que por derecho una vícti-

ma debe tener.

La ubicación de las casas 

refugio que operarán en Bo-

gotá para atención inmedia-

ta a la población vulnerable 

se conocerá próximamente. 

La medida asumida en co-

laboración armónica de los 

poderes públicos garantiza 

un mayor aparato de aten-

ción de emergencias para 

que reciba las denuncias y 

opere rápidamente en la 

asistencia a las víctimas. 

Cortesía: Kien y Ke

Las agresiones a la población vulnerable han generado continuas protestas que por fin encontraron eco en las autoridades: la creación de la nueva nueva unidad de investigación de la Fiscalía.   



1. En 2011 un esposo arrojó a su mujer 

desde un cuarto piso

Uno de estos casos de violencia contra 

las mujeres lo padece Johana Isabel 

Samacá Garzón, de 34 años, quien 

fue lanzada por su esposo, Xavier Iván 

Pineda, desde un cuarto piso.

En la madrugada del domingo 13 de 

noviembre del 2011, ella fue arrojada 

desde una de las habitaciones del Hotel 

Glorias Patrias, en Yopal (Casanare). 

El hecho se presentó después de que 

la mujer, su esposo y la familia de ella 

regresaron al hotel tras un concierto del 

cantante mexicano Marco Antonio Solís. 

(Diario El Tiempo, Bogotá (Colombia). 5 

de junio de 2012) 

2. Mujeres desfiguradas con ácido se 

muestran para frenar ataques en 

Colombia

En el consultorio del cirujano plástico, Gina 

no pasa inadvertida: en medio de otras 

que buscan realzar su belleza, ella sólo 

quiere recomponer su rostro quemado 

por un ataque con ácido, una forma de 

violencia contra las mujeres que cada 

vez suma más víctimas en Colombia. 

(Diario El Espectador, Bogotá (Colombia). 

7 de marzo de 2012) 

“El homicidio y las cir-

cunstancias de lo sucedido 

en días pasados en Bogotá 

y la violencia sistemática 

contra la población vulne-

rable es un llamado a las 

autoridades para que for-

talezcamos las medidas de 

seguridad ciudadana. La 

intención, tanto de la Fis-

calía como de la Alcaldía, 

es seguir trabajando en la 

proyección de estas URI, 

que serán ubicadas paula-

tinamente en la capital del 

país”, reiteró el titular del 

ente acusador. 

Los albergues serán fi-

nanciados por la Alcaldía y 

allí podrán acudir todas las 

personas que sean víctimas 

de actos violentos, para re-

fugiarse en esos espacios 

de seguridad y protección 

ante posibles ataques. 

Para la Fiscalía Ge-

neral de la Nación, las 

autoridades nacionales, 

departamentales y mu-

nicipales deben trabajar 

armónicamente en la con-

secución de los logros y 

los fines del Estado y uno 

de esos objetivos es el de 

lanzar políticas tendien-

tes a consolidar y buscar 

la seguridad ciudadana. 
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MAqUILLAJE DE 
LUJO PARA 
‘EL BúNkER’



- También habrá obras en Barranquilla, 
Bogotá, Cali, Cúcuta, Neiva, Pasto, Pereira, 
Sincelejo, Tunja y Villavicencio.
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omo toda jovencita que 

apenas llega a sus 20 años, 

la Fiscalía General de la 

Nación está lista para es-

trenar maquillaje, vestido 

nuevo, bisutería de lujo y 

un regalo adecuado. Y no 

se quedará lista. Nuevas 

edificaciones y sedes mo-

dernizadas son parte del 

proyecto que se está ade-

lantando en más de diez 

ciudades del país para dar-

le a esta adolescente el ob-

sequio que se merece.

El trabajo no represen-

ta sólo el deseo de hacer 

edificios bonitos sino que 

el incremento en la planta 

de personal de la entidad 

durante los últimos cuatro 

años, así como el cumpli-

miento del plan de mejo-

ra y modernización de la 

infraestructura física, son 

los aceleradores de esta 

nueva labor. La Dirección 

Nacional Administrativa 

y Financiera, a través de 

la Sección de Construc-

ciones, dirige el proyecto 

de ampliación de la sede 

Nivel Central y adicional-

mente trabaja en proyec-

tos de nuevas instalacio-

nes en diez seccionales.

Se creció ‘El 
Búnker’ 

La obra del búnker, 

que empezó en febrero 

de este año y se extende-

rá hasta octubre de 2013, 

tiene un valor aproximado 

de $54.800 millones y se 

realiza en tres frentes de 

trabajo. 

El primero consiste en 

un nuevo edificio de con-

creto, como el resto de la 

sede, con fachada flotante, 

que se está levantando en 

el costado occidental del 

predio sobre la carrera 54 

y contará con un área de 

19.000 metros cuadrados. 

Esta nueva edificación ten-

drá cuatro pisos, sala múl-

tiple, auditorio, gimnasio, 

cafetería, parqueaderos y 

oficinas abiertas. 

 

El segundo frente es el 

reforzamiento estructural 

del edificio T y la construc-

ción del tercer piso, donde 

funcionarán laboratorios y 

oficinas. Por último, la am-

pliación de la sede también 

acogerá un sendero pea-

tonal para que dé acceso a 

los servidores y visitantes 

desde el área de control al 

nuevo edificio. 

Al mismo tiempo, en 

el Nivel Central se lleva 

a cabo la adecuación del 

quinto piso del Edificio F, 

donde funcionará la Di-

rección Nacional de Fisca-

lías. Adicionalmente y en 

el marco de los modelos 

de gestión de la entidad, 

se contrató el diseño y 

las especificaciones técni-

cas para iniciar en el 2013 

la construcción de la URI 

de Usaquén, que tiene un 

costo estimado de $5.000 

millones. A mediano plazo 

se contempla la adquisi-

ción de un lote para ci-

mentar la URI de la locali-

dad de Kennedy. 

Mientras tanto, lue-

go de recibir de manos 

del DAS la Escuela de Es-

tudios e Investigaciones 

Criminalísticas y Ciencias 

Forenses localizada en el 

kilómetro 4 vía Suba-Cota 

(Cundinamarca), se pro-

yectan adecuaciones para 

adaptarla a las nuevas ne-

cesidades de la Fiscalía.

Resto del país  

En las seccionales Ba-

rranquilla, Bogotá, Cali, 

Cúcuta, Neiva, Pasto, Pe-

reira, Sincelejo, Tunja y 

C



Villavicencio se están lle-

vando a cabo los diseños y 

estudios pertinentes para 

la edificación de nuevas se-

des bajo la modalidad aso-

ciación público-privada.

Es la primera vez que 

la Fiscalía General acude 

a esta modalidad, la cual 

consiste en la vinculación 

del sector privado y el 

sector público para con-

seguir el financiamien-

to y la construcción de 

obras que requiere una 

entidad pública. 

Con esta figura, la en-

tidad espera construir en 

los próximos años nuevas 

sedes en dichas secciona-

les, las cuales necesitan 

mejorar su infraestruc-

tura física para garanti-

zar espacios adecuados y 

funcionales que permitan 

brindar una correcta pres-

tación del servicio.

Asimismo, estos pro-

yectos, además de las 

adecuaciones físicas, 

contemplan la dotación 

del equipamiento nece-

sario para los mismos 

y del mobiliario para 

la conformación de los 

puestos de trabajo.

Mejoramiento

Dentro de la política 

de la entidad y basado en 

el diagnóstico de infraes-

tructura física efectuado 

en el nivel nacional, se 

tiene como objetivo en los 

próximos años mejorar la 

infraestructura física de 

las sedes con que cuenta 

actualmente la Fiscalía. 

Dentro de este contex-

to se vienen ejecutando 

los mantenimientos y ade-

cuaciones de la sede, así 

como la renovación de los 

puestos de trabajo para 

modernizar los espacios.

Cincuenta y cuatro mil 
millones de pesos se 

invierten en la sede central 
de la Fiscalía

Proyección digital del nuevo edificio de la Fiscalía. 
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1. 
SÓLO UN 
RECUERDO…     
QUE DESAPARECE 
Alguna vez fueron importantes para todos. 

Caminaban y reían. Luego, sólo sus familias los re-
cuerdan y, de sus voces, sus caras y sus aromas, lo único 
que queda es una fotografía que empalidece con los días. Eso 
está cambiando.

EL DÍA DEL 
DESAPARECIDO



Fotografía: José Luis Cubillos
               Prensa Fiscalía
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2. UNA VIDA EN UNA MIRADA 

La esperanza que renace para los desaparecidos es la gente. Sólo un 

vistazo y allí comienzan a  revivir. Es lo que pretende el Día Nacional del 

Desaparecido. Que ese 24 de mayo nadie olvide a los que no han vuelto.



3. DOLOR EN EL 

CORAZÓN

En tiempos pasados 

fueron amigos, hermanos 

o quizás novios. Ahora, se 

trata únicamente de un 

recuerdo en un corazón, 

que debe ser llevado al 

alma de todos, para que 

el drama de la desapari-

ción forzada jamás vuelva 

a ocurrir en Colombia.
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4. UN MUNDO SORDO

Eran muchos. Desaparecieron y a nadie parece importarles. Ahora, 

unos pocos gritan a unos muchos para que no se olvide que ellos ya no 

están cuando deberían estar. Esto, el Día Nacional del Desaparecido.



5. SORDO????? NO.

Al llamado, van llegando. Primero uno, luego dos, tres y así van 

apareciendo. Todos con un fin. Protestar por la desaparición de los 

colombianos. Ahora, los colombianos reclaman por los que desapare-

cieron en la vorágine del conflicto armado.
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6. BUSCANDO UN ROSTRO

Antes eran padres, hijos, madres o esposos. Ahora, son sólo un nú-

mero en la larga estadística de los desaparecidos de Colombia. Y todos 

parecen buscar lo mismo. Recuperar su rostro para su familia, amigos 

y, sobre todo, para Colombia.



7. LLEVARLOS Y NO TENERLOS

Así han caminado todo el país. Sus cuerpos no están, pero en el co-

razón de los que los aman van viajando para decirles a todos que este 

delito no puede quedar impune.
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8. DESPERTANDO A 

LOS DURMIENTES 

La queja y el ruego han 

rondado por todas partes. A 

la iglesia, los medios de co-

municación y los demás po-

deres de la Nación llegaron 

para protestar. Ahora lo ha-

cen con los ciudadanos, para 

despertarlos de su apatía.

10. LLAMÁNDOLOS

Días, semanas, meses y 

años esperando. Finalmen-

te, a los gritos y con cualquier 

elemento  hay que llamar a 

los desaparecidos. Todos los 

estamos esperando.



9. EL DESFILE DE LOS 

QUE NO ESTÁN

Están saliendo de la masa 

de todos. Uno a uno han ido 

apareciendo. Sus fotos reco-

rren la conciencia nacional 

para conseguir que de ellos 

se sepa algo. La prioridad 

para la Fiscalía y el país es en-

contrar a los desaparecidos.
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220 Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, sentencia de 3 de 

diciembre de 2009, op. cit.

11. UNA PLEGARIA Y 
UN RUEGO



El hombre de las leyes parece ser la última opción. 
Una súplica para ayudar a buscar a sus desaparecidos. 
La esperanza que parece diluirse.
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MURIÓ POR UNA 
LAVADA DE ROPA

tras el rastro de Rosa MarlenyHuellas

         Olga Lucía Rojas*

*  Oficina de Prensa/ Fiscalía General de la Nación



MURIÓ POR UNA 
LAVADA DE ROPA

tras el rastro de Rosa Marleny

- Las autodefensas asesinaron a esta mujer 
porque un vecino la acusó de ser guerrillera. 
Su cuerpo apareció seis años más tarde y la 
reconocieron por la ropa. 
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En la doctrina nacional 
se ha discutido la 

denominación jurídica 
que deben recibir 
las personas que 
participan de una 

organización criminal, 
como es el caso de 
las mafias de los 

narcotraficantes y los 
aparatos de poder 

organizados y dirigidos 
por paramilitares 
y organizaciones 

guerrilleras. 

E l día que murió había 

empezado varias semanas 

atrás. Precisamente, al ir a 

cobrarle a un vecino por su 

trabajo de lavandera. Aque-

lla tarde, el hombre se negó 

a pagarle y, cuando Rosa 

Marleny le reclamó, lo que 

recibió como retribución 

por su trabajo fue una con-

dena de muerte.

En ese momento, Rosa 

Marleny Valencia Yantén, de 

48 años, dedicaba su tiempo 

a lavar la ropa de quien la 

contrataba para así alimen-

tar a sus cinco hijos en esta 

cálida población ubicada 

en la mitad de la selva de 

Putumayo. Y por querer re-

cibir el pago de su trabajo, 

fue desaparecida y asesina-

da. El hombre que la había 

contratado empezó a gritar 

negándose a saldar su deu-

da. Después, se reunió con 

miembros del Bloque Sur de 

las Autodefensas y les dijo 

que ella era colaboradora de 

la guerrilla.

Más de diez años des-

pués de la desaparición de 

su madre, Daissy Valencia 

recuerda que en la pobla-

ción le tenían gran aprecio. 

“Ella no tenía problemas 

con nadie. Sólo recuerdo 

un disgusto con un señor, 



era un vecino, quien, a 

propósito, un tiempo an-

tes de la desaparición de 

mi mamá, también fue 

asesinado. A ese vecino 

mi mamá le lavó la ropa 

y él no le pagó, tuvieron 

un problemita sencillo, 

pero fue el que finalmen-

te le ocasionó la muerte, 

porque hizo malos co-

mentarios y dijo que mi 

mamá era colaboradora 

de la guerrilla y que ella 

sabía en donde estaban”.

Doce años atrás, la 

desaparición era consi-

derada como una parte 

más de la vida cotidiana 

de los habitantes de la 

inspección El Placer, ubi-

cada a tres horas en ca-

rro desde el municipio de 

Puerto Asís, en Putuma-

yo. Algunos sólo iban de 

paso por la región, otros 

eran pobladores acusa-

dos de ‘sapos’ o de ‘co-

laboradores’ por uno u 

otro bando y, lo peor de 

todo, muchos murieron o 

se perdieron en la vorágine 

del conflicto por no querer 

intervenir en él.

Sin embargo, ningún 

motivo más baladí e ilógico 

que en el caso de la desapa-

rición y asesinato de Rosa 

Marleny Valencia. Ella murió 

por una lavada de ropa que 

alguien no quiso pagarle.

De esto ya ha pasado 

más de una década, pero 

hay recuerdos difíciles de 

borrar a pesar del tiempo 

transcurrido y, para su hija 

mayor, Daissy, cada deta-

lle, por insignificante que 

pareciese, debía ser re-

memorado porque podía 

representar una pista para 

encontrarla.  “Es que yo lo 

recuerdo clarito, como si 

hubiese sido ayer. ¡Cómo 

no lo voy a recordar si yo 

estaba con ella ese día!. Eso 

fue temprano en la maña-

na”. De esta forma Daissy 

contó a Huellas lo sucedido 

La publicación 
Rastros, de la Fiscalía 
General de la Nación, 

muestra algunas 
de las pertenencias 

de víctimas de 
desaparición forzada 
cuyos restos óseos 

han sido recuperados 
para facilitar su 
identificación. 

Facsímil de la revista Rastros donde se ven las fotos de las prendas de la 

desaparecida Rosa Marleny Valencia Yantén. 
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aquel 6 de diciembre del 

año 2000.

 “Cuando ella desapa-

reció estaba conmigo. Uno 

de ellos (refiriéndose a los 

integrantes del Bloque Sur 

de las Autodefensas, que 

operan en el Putumayo) 

la llamó para ofrecerle un 

trabajo de lavada de ropa, 

pero se supone que era en 

el pueblo. Ella se fue en una 

camioneta azul para acor-

dar cómo iba a ser todo. Y 

no regresó más”.

Cuenta Daissy que lo 

que ofrecían era un trabajo 

que normalmente su ma-

dre estaba acostumbrada 

a hacer para mantener a 

sus cinco hijos; pero en esta 

ocasión se trataba de una 

mentira para  llevársela. 

“Ella se fue para hacer un 

arreglo con esa gente para 

lo del lavado de ropa. Una 

persona que pasó por la ca-

rretera cerca del río la vio 

lavando. Después de eso… 

la asesinaron con un solo 

impacto en la cabeza. No la 

tuvieron con ellos ni un día. 

El mismo día que se la lleva-

ron, la asesinaron”.

Y desde ese momento 

comenzó la angustia por 

no saber nada de Rosa Mar-

leny. “Cuando ella se fue y 

no volvió más, me dio des-

esperación. Éramos como 

hermanas, fue mi mamá, 

mi amiga, para mi era todo. 

Cuando veía que pasaba el 

tiempo… y no llegaba… y la 

tarde… y no llegaba… me 

decidí a buscarla. Fui a bus-

car evidencias de quién se la 

había llevado, si eran ellos o 

la otra ley.

“Llegué hasta el río y no 

encontré nada. Entonces 

me quedé con esa duda por 

saber si estaba viva o muer-

ta. Sólo sabía que había 

desaparecido”, contó Dais-

sy a la vez que pasaba sus 

manos una y otra vez con 

expresión nerviosa sobre 

un viejo periódico, perdido 

en la mesa en la que recor-

dó su drama.

Pero el problema ape-

nas daba comienzo. A par-

tir de la desaparición de 

su madre, Daissy sintió lo 

mismo que los familiares 

de todas las víctimas de 

desaparición: la sombra del 

miedo. Desde ese momen-

to, la tranquilidad de su 

vida se acabó. Las amena-

zas de quienes se llevaron a 

Rosa Marleny aparecieron. 

El Bloque Sur de las Auto-

defensas la conminó dos 

veces exigiéndole que se 

callara y estuviese lejos de 

la Fiscalía, la Policía o cual-

quier “cosa” que significara 

ley, porque hablar de lo su-

cedido en su vereda y con su 

mamá podría terminar en 

que ella también desapa-

reciera y que sus hermanos 

y su hija, que estaban muy 

pequeños, quedaran solos. 

“Yo me mantenía con 

ese miedo y ese temor; pero 

cuando dejé los nervios fui 

a poner la denuncia de des-

aparición y fue ahí cuando 

encontré las evidencias, 

encontré las prendas que 

llevaba mi mamá en este 

periódico”, (Se refería a la 

publicación institucional 

Rastros, que produce y dis-

tribuye la Fiscalía General de 

la Nación y tiene como ob-

jetivo dar a conocer algunas 

de las pertenencias de vícti-

mas de desaparición forza-

da, cuyos restos óseos han 

sido recuperados mediante 

exhumación, con el fin de 

facilitar su identificación). 

“A la primera reunión yo 

fui muy asustada y en com-

pañía de una amiga, pero 

de tanto que me aconseja-

ban que dejara los nervios, 

me calmé y puse la denun-

cia. De ahí en adelante si-



guió el proceso. A mi amiga 

le entregaron los periódicos 

y ella me dijo que había en-

contrado algo que yo tenía 

que ver, que era la ropa que 

llevaba mi mamá. Tan pron-

to vi la foto de las prendas, 

no tuve dudas, eran las que 

llevaba el día en que des-

apareció. Al lado de las fo-

tos decía exhumación del 

23 de noviembre del 2006, 

caso 54.  Por poco me des-

mayo, fue algo horrible”.

Inmediatamente, aña-

dió Daissy, “le dije al inves-

tigador que había encon-

trado lo que llevaba puesto 

mi mamá. Él me preguntó 

cómo estaba segura de las 

prendas después de tanto 

tiempo y le dije ‘yo sé que 

son las de mi mamá porque 

a pesar de que somos una 

familia de escasos recursos 

a ella le gustaba colocarse 

(sic) prenditas de valor’. Ella 

me decía, ‘mijita yo trabajo 

para vestirnos más o menos 

cuando haiga (sic), porque 

cuando no, ni modos’”.

El equipo periodístico 

de Huellas se desplazó has-

ta Puerto Asís para acom-

pañar el proceso de entrega 

de restos óseos a familiares 

de 17 víctimas de desapari-

ción forzada, que fueron ex-

humados de fosas comunes 

halladas en el departamen-

to, entre los que se encon-

traban los de Rosa Marleny. 

Allí, Daissy no se cansó de 

contar su historia.

El tiempo que duró la 

identificación plena de la 

víctima para Daissy fue 

eterno; pero finalmente 

un día recibió la llamada 

que tanto estaba espe-

rando. Las diligencias se 

cumplieron y pronto reci-

biría sus restos… la espera 

terminó.
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“Tan pronto vi la foto de las prendas, 
no tuve dudas, eran las que llevaba 

el día en que desapareció. Al lado de 
las fotos decía ‘exhumación del 23 

de noviembre del 2006, caso 54’.  Por 
poco me desmayo, fue algo horrible”.

 “Yo le doy gracias a 

Dios, a los de la prensa y a 

todos los que elaboran es-

tos periódicos, porque con 

certeza pude identificar las 

prendas de mi mamá y me 

van a entregar sus restos. Si 

no es por este periódico, no 

hubiera encontrado nada. A 

toda la gente que me pre-

gunta cómo hice para en-

contrarla yo le he contado, 



porque todavía hay muchas 

familias que están con esa 

angustia por el paradero de 

su familiar, que no saben si 

lo tiraron al río o lo dejaron 

en alguna fosa. De ahí en 

adelante, el proceso conti-

nuó con los resultados de 

ADN y pasó mucho tiempo 

hasta hace unos días que 

me llamaron para decirme 

qué iba a suceder”. 

Rosa Marleny Valencia 

Yantén fue hallada en el 

sector conocido como vía 

Las Gradas, inspección El 

Placer, municipio de Valle 

del Guamuez, departa-

mento de Putumayo, y fue 

entregada a su familia en 

una sencilla ceremonia en 

Puerto Asís el 15 de junio 

de 2012. Era el  final de 

una parte de la pesadilla 

de Daissy.

“Yo por una parte estoy 

contenta; por otra triste, 

porque no hubiera querido 

que a mi mamá le tocara 

una muerte así; pero de 

todas maneras ahora estoy 

más tranquila, ya me he 

desahogado. A veces me 

siento sola y triste; pero, el 

saber donde está me tran-

quiliza porque ya puedo ir a 

llorarla un rato”,  fueron las 

últimas palabras de Daissy 

antes de ir a recibir los res-

tos de su madre, una vícti-

ma más de esta barbarie.
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na genuina superación 

de un conflicto armado su-

pone la sanación del trau-

ma masivo que imprime 

la violencia. La huella que 

deja el histórico y sistemá-

tico ataque contra la pobla-

ción civil marca la sociedad 

de manera colectiva, de tal 

manera que no es exage-

rado decir que existe una 

gran víctima del conflicto a 

la vez que muchas víctimas 

individuales, lo que genera 

un número altísimo de pro-

cesos judiciales relacionado 

con el conflicto. 

No en vano existe una 

disciplina exclusiva de-

dicada a la resolución de 

esta tensión (la justicia 

transicional),  fundamen-

tada en el paradigma que 

dice que los parámetros 

de justicia deben ser mo-

dificados si se pretende 

rescatar a la sociedad civil 

del trauma masivo oca-

sionado por el conflicto 

armado. En el corazón de 

Abogado egresado de la Universidad de los 

Andes. LL.M en derecho internacional 

público (Universidad de Cambridge). 

Asesor del despacho del Fiscal General 

de la Nación y profesor de derecho 

internacional de la Universidad de los 

Andes.

1. Con la notable excepción de lo escrito 

por Catalina Botero y Esteban Restrepo, 

no existe mucha literatura sobre el 

tema. Inclusive ese caso está limitado 

a la enunciación de las distintas 

fuentes normativas, sin ahondar en 

la interpretación de las obligaciones 

derivadas del derecho internacional. 

Ver: Botero, Catalina, Restrepo, Esteban, 

Estándares internacionales y procesos 

de transición en Colombia, en Uprimny, 

Rodrigo, et al, ¿Justicia transicional 

sin transición?, Centro de Estudios de 

Derecho, Justicia y Sociedad, 2006,  p. 44.

Sebastián Machado 
Ramírez*

esta idea hay una paradoja 

y es la reincorporación de 

los victimarios a la socie-

dad, que tanto han afecta-

do, al lado de sus víctimas. 

Un combatiente sin 

combate no es nada más 

que un civil con las mismas 

necesidades que las vícti-

mas que él mismo ha oca-

sionado. Como todos los 

problemas difíciles, ha teni-

do una solución modulada. 

El famoso eslogan verdad, 

justicia y reparación –in-

deleble en la conciencia de 

cualquier abogado colom-

biano– tiene justamente 

el valor de ser principio, 

cuya utilidad radica en la 

ponderación a la que están 

sujetos en una sociedad 

en transición del conflicto. 

A diferencia del uso me-

diático que tienen, se tra-

ta de principios jurídicos, 

que miden la validez de un 

proceso transicional en el 

cual debe haber dosis sufi-

cientes de verdad, justicia, 

y reparación. Ni el mismo 

Louis Joinet –autor de los 

famosos principios- habría 

obstaculizado un proceso 

democrático de reconstruc-

ción legítima por la falta de 

cumplimiento absoluto de 

estos ideales.

Si bien es cierto que, 

en principio, no es impe-

rativo el deber de admi-

nistrar justicia absoluta en 

U



los casos de posconflicto, 

también es cierto que el 

Estado tiene obligaciones 

internacionales que no le 

permiten un descuido de 

su aparato judicial para la 

judicialización de los vic-

timarios. Sorprende que 

el análisis de los límites 

impuestos por el derecho 

internacional a la admi-

nistración de justicia en 

los casos de transición sea 

tan escaso1, siendo deter-

minante para los órganos 

judiciales del Estado sa-

ber qué puede excluirse 

del reproche penal y qué 

debe ser castigado. Por lo 

tanto, abordaré el tema 

desde dos frentes. Las ex-

periencias comparadas y 

los límites impuestos por 

el derecho internacional.

Priorización 
en el derecho 
comparado

Existen cinco casos re-

levantes en los cuales se ha 

planteado la problemática 

de priorización y selección 

de casos en jurisdicciona-

les nacionales. Argentina, 

Indonesia, Serbia, Croacia 

y Bosnia-Herzegovina. Los 

tribunales internacionales 

o híbridos, por razones ob-

vias, son excluidos de este 

ejercicio ya que la prioriza-

ción de casos está implícita 

en cada uno de sus estatu-

tos o instrumentos funda-

cionales. Por el contrario, 

las jurisdicciones domésti-

cas no cuentan con un sis-

tema de priorización implí-

cito. Parten, de hecho, de la 

obligación general de pro-

tección judicial que obliga 

–en principio y en tiempos 

de paz– al remedio judicial 

de todas las personas suje-

tas a la jurisdicción.

El caso argentino se 

refiere al proceso de tran-

sición a la democracia des-

pués de las tres dictaduras 

militares entre 1976 y 1983. 

Una vez alcanzada la demo-

cracia, con el gobierno del 

presidente Raúl Alfonsín, se 

pretendió juzgar a los mili-

tares con mayor responsa-

bilidad de los crímenes más 

graves de las dictaduras. 

Al Procurador General de 

Argentina le fue otorgada 

la facultad de seleccionar 

casos, los cuales fueron juz-

http://www.politicabonaerense.com/varios/menem-carlos2.jpg

Carlos Saúl Ménem decretó leyes de perdón y olvido para los militares vinculados a violaciones de los derechos humanos durante la dictadura en Argentina.
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gados con el criterio exclu-

sivo de abundancia de evi-

dencia y vocación de éxito2. 

Una vez concluido el primer 

gran juicio de las juntas, fue 

dado por terminado el ejer-

cicio de juzgamiento en la 

transición a la democracia. 

Sin embargo, y tal vez por 

el descubrimiento por par-

te de la sociedad civil de la 

profunda participación de 

casi la totalidad de la cúpu-

la militar en los crímenes de 

la dictadura, los distintos 

sectores de la sociedad em-

pezaron a presionar para el 

continuo juzgamiento de 

los militares.

Estas presiones fueron 

recibidas, primero, por las 

leyes de “obediencia debi-

da” y de “punto final”, que 

exoneraban a cualquier per-

sona que hubiera cometido 

un crimen en cumplimiento 

de una instrucción superior, 

que excluían de responsabi-

lidad penal a todas las per-

sonas que no fueran impu-

tadas dentro de un término 

de 60 días. Adicionalmente, 

el gobierno de Carlos Saúl 

Ménem expidió un decreto 

de indulto a todos los altos 

mandos militares de la jun-

ta. Sin embargo, a raíz del 

cambio normativo liderado 

2. Goransky, Mirna, Piqué, Maria Luisa, 

(The lack of) criteria for the selection 

of crimes against humanity cases: the 

experience of Argentina, en Morten 

Bergsmo (ed.), Criteria for Prioritizing 

and Selecting Core International Crime 

Cases, Forum for International Criminal 

and Humantiarian Law, International 

Peace Research Institute (2009), 

disponible en: <<http://www.fichl.

org/publication-series/>>, p. 70. [En 

adelante, “Criteria for Prioritizing and 

Selecting Core International Crime 

Cases”].

El general (r) argentino Jorge Rafael Videla, condenado a cadena perpetua por crímenes cometidos durante su presidencia.
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por la sentencia contra Perú 

en el caso de Barrios Altos, 

donde se había encontrado 

que dos leyes de amnistía 

promulgadas en el estado 

peruano eran contrarias al 

derecho internacional, y la 

fuerte presión ejercida por 

la sociedad civil en Argen-

tina, toda la regulación que 

exoneraba de responsabili-

dad a los responsables por 

los crímenes en la dictadura 

fue invalidada por la juris-

dicción doméstica. 

En consecuencia, todos 

los procesos de la junta fue-

ron reabiertos, empezando 

desde el año 2003. La falta 

de criterios de selección y 

priorización ha llevado a 

que el ritmo de los proce-

sos sea determinado por 

factores extralegales, como 

son las presiones ejercidas 

por los abogados privados 

de las víctimas o el nivel de 

legalismo formal que em-

plean los distintos fiscales3.

En consecuencia, no se ha 

logrado decodificar el con-

texto general de la comi-

sión de los delitos de lesa 

humanidad, ni se ha podido 

establecer un patrón gene-

ral para la administración 

de justicia.

En el caso de Indonesia, 

existe una corte perma-

nente para la adjudicación 

sobre violaciones graves de 

derechos humanos, al igual 3 Ibíd. P. 77.

que una comisión de de-

rechos humanos (Komnas 

HAM) que presta el servi-

cio de investigación para la 

Corte de Derechos Huma-

nos permanente (para to-

dos los casos ocurridos des-

pués del 2000). Además,  

las cortes ad hoc que pue-

den ser creadas por decreto 

presidencial (para cualquier 

acto previo al 2000). 

Indonesia sufrió una 

larga dictadura, por más 

de 30 años, liderada por el 

Presidente Haji Moham-

mad Suharto, derrocado 

en 1998. Desde la instaura-

ción del régimen democrá-

tico, ha habido una serie 

de denuncias de violacio-

nes masivas de derechos 

humanos cometidas por 

el régimen de Suharto, al 

igual que varias rebeliones 

comunistas y separatis-

tas. Hasta ahora las cortes 

indonesias de derechos 

humanos han conocido, 

principalmente, tres situa-

ciones. Las violaciones de 

derechos humanos come-

tidas por las fuerzas indo-

nesias en Timor Oriental, 

las rebeliones de Tanjung 

Priok donde murieron cien-

tos de manifestantes y los 

casos de Abepura, donde 

las autoridades indonesias 

encarcelaron a estudiantes 

manifestantes en el distri-

to de Jayapura, en viola-

ción del debido proceso.

Las jurisdicciones 
domésticas no 
cuentan con 

un sistema de 
priorización 

implícito. Parten 
de la obligación 

general de 
protección judicial 

a todas las 
personas.
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Hasta la fecha, no ha 

habido una adopción for-

mal de criterios de se-

lección o priorización de 

casos, aunque la práctica 

judicial muestra que se han 

aplicado cuatro criterios de 

priorización. 1) el patrón 

y rango geográfico de los 

crímenes, 2) el impacto en 

la comunidad de los casos, 

3) la atención que se le haya 

prestado al caso y que se 

haya manifestado en pre-

sión política y 4) el nivel de 

participación de agentes 

estatales4. La ausencia de 

criterios formales ha lleva-

do a que la discrecionalidad 

con la que cuenta el Fiscal 

General para judicializar los 

casos se vea severamente 

afectada por consideracio-

nes de seguridad nacional.

En Serbia, Croacia y 

Bosnia-Herzegovina, los 

casos se derivan de la mis-

ma guerra étnica que pro-

vocó la creación del Tri-

bunal Penal Internacional 

para la Antigua Yugoslavia 

(TPIY). En consecuencia, 

los procedimientos judi-

ciales de los tres estados 

están supeditados al ejer-

cicio de jurisdicción de 

un tribunal internacional, 

cuyo mandato está basa-

do en el juzgamiento de 

los más responsables de 

los delitos de mayor gra-

vedad. Esto ha influido di-

rectamente la selección y 

4 Angus, Fadillah, Human Rights Courts 

in Indonesia: a Brief Outline, en Criteria 

for Prioritizing and Selecting Core 

International Crime Cases, supra 2, p. 

110

5. Kandic, Natasa, The Republic of Serbia 

Office of the War Crimes Prosecutor has 

no strategy for prosecuting war crimes, 

en Criteria for Prioritizing and Selecting 

Core International Crime Cases, supra 2, 

p. 119.

6 Terselic, Vesna, Criteria for Prioritising 

and Selecting Core International Crimes 

Cases: the Situation in Croatia, en 

Criteria for Prioritizing and Selecting 

Core International Crime Cases, supra 2, 

p. 105.

priorización de casos que 

se han juzgado.

En el caso de Serbia, 

por ejemplo, la selección y 

prioridad de los casos se ha 

dado exclusivamente por 

la presión ejercida por las 

familias de las víctimas, los 

partidos políticos locales o 

por mandato del TPIY y los 

únicos dos casos que han 

sido judicializados por ini-

ciativa y liderazgo del Fiscal 

para los crímenes de guerra 

han sido los que tienen de 

acusados a los oficiales mili-

tares de más alto rango5. Es 

similar al caso de Croacia, 

donde no existen criterios 

de selección y priorización 

formalmente adoptados 

y donde los dos juicios por 

crímenes de guerra más 

importantes, contra Mirko 

Norac y Rahim Ademi, fue-

ron remitidos por el TPIY6.

En Bosnia-Herzegovina, 

sin embargo, se cometieron 

la mayor parte de los deli-

tos internacionales de las 

guerras de Los Balcanes. Es 

el único caso donde se han 

adoptado criterios de selec-

ción y priorización formales 

para las investigaciones que 

fueron remitidas por el TPIY 

al Departamento Especial 

de Crímenes de Guerra de 

la Fiscalía General para ser 

juzgados domésticamente. 

El TPIY ya había preseleccio-

nado los casos dependien-



do del material probatorio 

disponible, rotulando los 

casos de mayor importancia 

como casos de designación 

estándar A, donde obraba 

evidencia conclusiva para la 

acusación por comisión de 

crímenes internacionales. 

La fiscalía, entonces, 

adoptó reglas de prioridad 

para la judicialización de 

los casos, separando los 

casos en dos categorías 

principales, casos muy 

sensibles y casos única-

mente sensibles. Dentro 

de estas dos categorías 

se acordaron otras tres 

subcategorías: 1) el tipo 

del delito presuntamen-

te cometido, 2) la calidad 

del sujeto activo y 3) otras 

consideraciones. En la pri-

mera categoría se juzga-

ba la gravedad del delito, 

siendo prioritarios los ca-

sos de genocidio, exter-

minación, tortura y otros. 

Del sujeto activo se juzga-

ba si era un comandante 

militar o político, una per-

sona de notoriedad públi-

ca o un reincidente sexual. 

En las otras consideracio-

nes se incluían criterios 

de política criminal, como 

era la posibilidad de que 

se intimidaran testigos o 

que el acusado estuviera 

ubicado en una localidad 

donde las autoridades 

eran permisivas hacia los 

responsables7. 

De todo lo anterior es 

claro que las experiencias 

de priorización doméstica 

han sido escasas. Aunque 

es muy común que los apa-

ratos judiciales prioricen de 

facto, el único estado que 

ha adoptado unos criterios 

formales de priorización y 

selección es Bosnia-Herze-

govina. Inclusive, en este 

caso se trató de regulación 

no legal y a instancia de 

un tribunal internacional 

(TPIY) cuya jurisdicción 

está basada en una premi-

sa de priorización de casos. 

En otros escenarios, como 

el argentino o el croata, se 

evidencia también la utili-

dad de propiciar una políti-

ca explícita y transparente 

de priorización, como se  

pretende hacer ahora en 

Colombia.

El derecho internacional 

aplicable que podría limitar 

la selección y priorización 

de casos se encuentra en 

tres regímenes específicos: 

1) el derecho internacional 

de los derechos humanos, 

2) el derecho internacional 

humanitario y 3) el derecho 

penal internacional. 

En el derecho inter-

nacional de los derechos 

humanos, las limitaciones 

están comprendidas, prin-

cipalmente, dentro de los 

artículos 1(1) (“Obligación 

de respetar los derechos”) 

En Serbia, Croacia y 
Bosnia-Herzegovina, 
los casos se derivan 
de la misma guerra 

étnica que provocó la 
creación del Tribunal 
Penal Internacional 

para la Antigua 
Yugoslavia (TPIY). 
En consecuencia, 

los procedimientos 
judiciales de los 

tres estados 
están supeditados 

al ejercicio de 
jurisdicción de un 

tribunal internacional, 
cuyo mandato 

está basado en el 
juzgamiento de los 

más responsables de 
los delitos de mayor 

gravedad. Esto ha 
influido directamente 

la selección y 
priorización de casos 
que se han juzgado.

7 Mujkanovic, Zekerija, The Orientation 

Criteria document in Bosnia and 

Herzegovina, en Criteria for Prioritizing 

and Selecting Core International Crime 

Cases, supra 2, pp. 65-66.
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y artículo 25 (“Protección 

judicial”) de la Convención 

Interamericana sobre los 

Derechos Humanos. De 

manera general, estos ar-

tículos imponen al estado 

la obligación de investigar 

y sancionar a aquellas per-

sonas que cometan viola-

ciones a la convención y de 

proveer un remedio efec-

tivo a quienes han sufrido 

un daño. Son la garantía in-

ternacional en contra de la 

impunidad por inactividad 

del estado.

Sin embargo, la Corte 

Interamericana de Dere-

chos Humanos ha expresa-

do, desde el caso de Marit-

za Urrutia v. Guatemala, y 

de manera reiterada,  que 

la impunidad es únicamen-

te la falta en conjunto de 

la investigación o persecu-

ción penal de los posibles 

responsables de las graves 

violaciones de derechos hu-

manos8. Lo anterior impli-

ca que la decisión racional 

del estado de adoptar una 

política criminal de juzga-

miento no es, a primera 

vista, una medida que riña 

con la protección judicial 

de la Convención Intera-

mericana. Esto explica por 

8 Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, Caso Maritza Urrutia v. 

Guatemala, sentencia de fondo del 27 

del noviembre de 2003, para. 126. Esta 

noción se repite por lo menos en otros 

cuatro casos: el caso de las masacres 

de Ituango; Almonacid Arellano y otros 

v. Chile; Masacre de Mapiripán; y 

Comunidad Moiwana v. Surinam.

Los tribunales nombrados para juzgar a los criminales de guerra de la antigua Yugoslavia dedicaron su principal esfuerzo en los procesos contra los 

principales líderes de las facciones militares y paramilitares que cometieron violaciones a los derechos humanos

http://3.bp.blogspot.com/-3m95HnuVanU/ToL8Je3yhlI/AAAAAAAAAQE/CtMtLHtBfRQ/s1600/289429_265885543445612_100000725040813_900172_840295400_o+%25281%2529.jpg



qué la Corte Interamericana 

únicamente ha encontrado 

una violación a esta protec-

ción en casos de inactividad 

total por parte del Estado 

en casos de violaciones do-

losas a la vida o a la integri-

dad personal.

En el mismo sentido, la 

jurisprudencia de la Corte In-

teramericana no demuestra 

un rechazo contra la falta de 

juzgamiento en comisiones 

de delitos que no compor-

ten la naturaleza de un cri-

men de trascendencia inter-

nacional. Así, en el caso de 

Barrios Altos, la Corte única-

mente reprochó la autoam-

nistía por violaciones gra-

ves de derechos humanos9 

y en el caso de Almonacid 

Arellano y otros v. Chile lo 

hizo únicamente por la falta 

de juzgamiento contra los 

perpetradores de crímenes 

internacionales, y específi-

camente, crímenes de lesa 

humanidad10. Este mismo 

razonamiento ha sido adop-

tado por el comité del Pacto 

Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos en el caso 

de Rodriguez v. Uruguay, 

al reprochar la ausencia de 

juzgamiento únicamente 

por violaciones masivas de 

derechos humanos11.

El derecho internacio-

nal humanitario contiene 

una regulación menos com-

prensiva que el derecho in-

ternacional de los derechos 

humanos, por ser un cuerpo 

normativo aplicable a las 

situaciones extraordinarias 

de conflicto armado. La 

obligación de investiga-

ción y sanción por hechos 

ilícitos, incorporada en la 

famosa obligación de ‘juz-

gar o extraditar’ (aut dede-

re aut judicare), se encuen-

tra establecida de manera 

convencional en el artículo 

49(2) del I Convenio de Gi-

nebra, el artículo 50(2) del 

II Convenio de Ginebra, el 

artículo 129(2) del III Con-

venio de Ginebra y el artí-

culo 146(2) del IV Conve-

nio de Ginebra. Por lo que 

un lenguaje similar no se 

replica ni en el artículo co-

mún 3 ni en el Protocolo II 

Adicional a los Convenios 

de Ginebra, la obligación 

convencional de investi-

gación o sanción se aplica 

únicamente a los conflictos 

armados internacionales.

No obstante lo ante-

rior, tanto la jurispruden-

cia internacional como el 

Comité Internacional de la 

Cruz Roja consideran que la 

obligación de investigación 

y sanción, aplicable a los 

presuntos responsables de 

comisiones de infracciones 

graves de Derecho Interna-

cional Humanitario, se ha 

extendido a los conflictos 

armados de carácter no in-

ternacional por vía consue-

tudinaria. Ya que el régimen 

de infracciones graves es 

tradicionalmente aplicable 

a los conflictos internacio-

nales, se ha entendido que 

las violaciones que implican 

responsabilidad penal in-

ternacional, al igual que la 

activación de la obligación 

de investigación y sanción, 

son los actos violatorios 

del artículo común 3 a los 

Convenios de Ginebra. Esto 

lo confirma el artículo 8(2) 

(c) del Estatuto de Roma, 

donde se tipifican las viola-

ciones graves en conflictos 

armados de carácter no in-

ternacional. Sin embargo, 

la literatura más relevan-

te sostiene que en el caso 

de violaciones de Derecho 

Internacional Humanita-

rio aplicables al conflicto 

armado no internacional, 

existe un deber general, 

más no una obligación de 

investigación en el derecho 

internacional consuetudi-

nario12. Esto significa que 

un estado no sería respon-

sable internacionalmente 

por no someter a la justicia 

a un presunto responsable 

de una violación de derecho 

internacional humanitario 

si ésta es cometida en el 

curso de un conflicto arma-

do doméstico. 

Independientemente 

de la responsabilidad inter-

nacional que podría tener 

Colombia por no juzgar 

9 Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, Caso Barrios Altos, sentencia de 

fondo del 14 de marzo de 2001,  para. 41.

10 Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, Caso Almonacid Arellano y 

otros v. Chile, sentencia de fondo del 26 

de septiembre de 2006, para. 114.

11 Comité del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, Rodríguez 

v. Uruguay, comunicación 322/1988, 19 

de julio 1994, para. 12.4.

12 Ver: Kress, Claus, “War Crimes 

Committed in Non-International Armed 

Conflicts and the Emerging System of 

International Criminal Justice”, Israel 

Yearbook on Human Rights, 2000, p. 104.
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presuntos responsables 

de violaciones de Derecho 

Internacional Humanita-

rio, es una realidad que la 

Corte Penal Internacional 

podría asumir jurisdicción 

si en el foro nacional no se 

administrara justicia. Aún 

si eso no implica un acto 

ilícito del estado, se trata 

de una situación altamente 

indeseable. En este orden 

de ideas, para evitar la ju-

risdicción complementa-

ria, en ningún caso podría 

la jurisdicción nacional 

dejar de investigar viola-

ciones graves al artículo 

común 3 de los Convenios 

de Ginebra cuya conducta 

subyacente implique: 1) 

atentados contra la vida 

o la integridad personal, 

incluyendo el homicidio y 

las mutilaciones; 2) tratos 

crueles, inhumanos y de-

gradantes o tortura; 3) la 

toma de rehenes; y 4) las 

condenas ejecutadas sin el 

debido proceso y ante un 

tribunal competente.

En relación con el dere-

cho penal internacional, se 

debe tener en cuenta que 

los estatutos de los tribuna-

les penales internacionales, 

incluyendo el Estatuto de 

Roma de la Corte Penal In-

ternacional, contienen un 

sistema de priorización im-

plícito en su ejercicio juris-

diccional. Tanto el artículo 

1 como el artículo 5 del Es-

tatuto de Roma se refieren 

únicamente al ejercicio de 

jurisdicción sobre ‘los crí-

menes más graves de tras-

cendencia internacional’, lo 

cual establece un umbral de 

gravedad alto para que un 

crimen fuera siquiera justi-

ciable ante la Corte. Adicio-

nalmente, el artículo 17 del 

Estatuto de Roma consagra 

el principio de complemen-

tariedad de la jurisdicción 

internacional, permitiendo 

la admisibilidad de un caso 

únicamente cuando el foro 

nacional no está en la capa-

cidad ni tiene la voluntad de 

administrar justicia.

Aún con el umbral de 

admisibilidad y gravedad 

tan alto que incorpora el 

Estatuto de Roma, desde 

su creación, la literatura 

temía que la Corte pudie-

ra obstaculizar un proce-

so de transición por exigir 

una administración de 

justicia exhaustiva13. Sin 

embargo, hoy en día, la 

doctrina entiende que la 

Corte Penal Internacional 

no es incompatible con 

las amnistías parciales o 

las exoneraciones parcia-

les de responsabilidad14.

Adicionalmente, el Es-

tatuto de Roma cuenta con 

tres válvulas de escape que 

sirven como herramientas 

para reconocer la legiti-

midad de un proceso de 

transición donde existe una 

medida de exoneración de 

responsabilidad. 

En primer lugar, el artí-

culo 53(1)(c) del Estatuto de 

Roma permite que el Fiscal 

archive una investigación 

cuando en su criterio “exis-

ten razones sustanciales 

para creer que, aun tenien-

do en cuenta la gravedad 

del crimen y los intereses 

de las víctimas, una inves-

tigación no redundaría en 

interés de la justicia.” La 

segunda posibilidad pasa 

por equiparar el procedi-

miento de justicia híbrido 

con un proceso judicial co-

mún y corriente de confor-

midad con el artículo 17(1)

(b) del Estatuto de Roma. 

Esto significa que el proce-

so interno, aun cuando no 

comporta la naturaleza de 

un proceso penal común, 

sería lo suficientemente 

comprensivo para no acti-

var la complementariedad 

de la jurisdicción interna-

cional. La tercera posibili-

13 Villa-Vicencio, Charles, “Why 

Perpetrators Should Not Always Be 

Prosecuted: Where the International 

Criminal Court and Truth Commissions 

Meet”, Emory Law Journal, 2000, 49, 

p. 205.

14 Ver, por ejemplo: Scharf, Michael, “The 

Amnesty Exception to the Jurisdiction 

of the International Criminal Court”, 

Cornell International Law Journal, 

1997, 32, p. 507; Arsanjani, Mahnoush, 

“The International Criminal Court 

and National Amnesty Laws”, ASIL 

Proceedings, 1995, p. 6.

Haji Mohammad Suharto 

expresidente de Indonesia



dad se deriva del artículo 

16 del Estatuto de Roma, 

según el cual el Consejo de 

Seguridad de las Naciones 

Unidas puede detener una 

investigación mediante la 

adopción de una resolución 

en este sentido bajo el Ca-

pítulo VII de la Carta de Na-

ciones Unidas.

De todo lo anterior, es 

claro que el derecho inter-

nacional, visto desde los 

tres frentes de los dere-

chos humanos, el derecho 

internacional humanitario 

y el derecho penal interna-

cional, impone unos límites 

generales que solamen-

te impiden que el Estado 

exonere la totalidad de la 

responsabilidad de las per-

sonas con mayor responsa-

bilidad por los delitos más 

graves, sin impedir que se 

diseñe un sistema de admi-

nistración de justicia híbri-

do que implique un cierto 

nivel de impunidad con el 

genuino propósito de re-

construir una sociedad.

Conclusiones

De todos los casos don-

de ha surgido la cuestión 

de priorización y selección, 

sólo en Bosnia-Herzegovina 

se adoptaron formalmente 

unos criterios formulados 

por la autoridad judicial. Sin 

embargo, esta adopción se 

dio a nivel interno del De-

partamento Especial de Crí-

menes de Guerra de la Fis-

calía General de ese Estado, 

sin tener la formalidad que 

se le pretende dar ahora en 

Colombia. Hasta la fecha, 

ningún estado en el mundo 

ha configurado un sistema 

de priorización y selección 

adoptando cambios legis-

lativos y constitucionales, 

como pretende hacer Co-

lombia en este momento.

Independientemente de 

la forma que adopten estos 

criterios, la lección apren-

dida es que su ausencia ha 

afectado negativamente la 

administración de justicia 

para las situaciones de vio-

laciones masivas y sistemá-

ticas de derechos humanos. 

Los casos de Serbia y Ar-

gentina son emblemáticos 

en este sentido.

Por su parte, el dere-

cho internacional aplicable 

hace que el debate no sea 

la permisividad en la adop-

ción de criterios de prioriza-

ción y selección, ya que nin-

guna fuente jurídica obliga 

a que el estado juzgue e in-

vestigue la totalidad de los 

delitos cometidos en el cur-

so de un conflicto armado. 

El derecho internacional 

de los derechos humanos, 

tal vez el régimen más exi-

gente en ese sentido, úni-

camente prohíbe las am-

nistías absolutas para los 

presuntos autores de deli-

tos internacionales u otras 

violaciones graves de dere-

chos humanos. El derecho 

internacional humanitario, 

por su parte, es mucho más 

limitado al exigir una inves-

tigación por infracciones 

graves al artículo 3 común. 

El derecho penal interna-

cional, al otro extremo del 

espectro, está únicamente 

interesado en el juzgamien-

to de las personas más res-

ponsables de la comisión de 

los delitos internacionales 

de trascendencia interna-

cional, inclusive permitien-

do sistemas de administra-

ción de justicia híbridos en 

posconflicto.

La dificultad se encuen-

tra en refinar los criterios 

para acertar al límite im-

puesto. En otras palabras, 

la discusión nunca ha sido 

si la selección y priorización 

es permitida en principio, 

sino hasta qué punto lo es.

El derecho 
internacional 

aplicable que podría 
limitar la selección 
y priorización de 

casos se encuentra 
en tres regímenes 
específicos: 1) el 

derecho internacional 
de los derechos 
dumanos 2) el 

derecho internacional 
humanitario y 3) 
el derecho penal 

internacional. 
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Lágrimas de dos 
culturasLuis Fernando Marulanda Loaiza *

*Coordinador Oficina de Divulgación y Prensa
Fiscalía General de la Nación 
Medellín

El llanto circuló entre los asistentes. Occidentales e indígenas se unieron para lamentar 
el asesinato a manos de los paramilitares de un grupo de indígenas.

Fiscalía entregó los restos identificados 
de miembros de la etnia embera chamí



Una docena de colori-

dos personajes llamaron 

la atención en el audito-

rio principal del Centro 

Empresarial Comfama del 

municipio de Apartadó 

(Antioquia) el pasado 29 

de junio, cuando la Fisca-

lía General de la Nación  

entregó a sus familias los 

restos de 22 víctimas del 

conflicto armado.

Los personajes, en su 

mayoría descalzos, atraje-

ron también la atención por 

sus pinturas corporales y las 

palabras que decían. Se tra-

taba de las familias Bailarín, 

Niassa y Domicó, de la et-

nia embera katío, hablando 

entre ellos cuando se apres-

taban a recibir los restos de 

sus seres queridos, asesina-

dos por las autodefensas 

entre los años 1999 y 2000 

en sus propios resguardos, 

ubicados en el vecino muni-

cipio de Chigorodó.

Mientras el maestro de 

ceremonia avanzaba en 
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la lectura de la programa-

ción, los presentes fijaron 

su atención en una menu-

da mujer de tono oliváceo 

casi amarillento que tradu-

cía simultáneamente para 

sus hermanos de sangre en 

lengua embera eyavide los 

pormenores del solemne 

acto.

La pregunta que corría 

por el escenario de boca en 

boca y reflejaba la intriga 

de los asistentes era saber 

quiénes eran los indígenas 

muertos. La Fiscalía empe-

zó a obtener esa respuesta 

dos años antes, cuando, 

por primera vez en Antio-

quia, una comisión judicial 

ingresó a exhumar restos 

de indígenas, luego de una 

previa autorización de los 

ancestros y gobernantes de 

la etnia.

En octubre de 2010 la 

comisión llegó hasta los 

resguardos Guapá Alto y 

Saundó, donde miembros 

del Bloque Bananero de las 

Autodefensas dieron muer-

te a los hermanos Guiller-

mo y Pedro Luis Bailarín, a 

la señora Amanda Niasa y a 

Julio Domicó Domicó.

La llegada de hombres 

y mujeres del Cuerpo Téc-

nico de Investigación (CTI), 

de la Fiscalía, provistos de 

herramientas, causó cu-

riosidad y recelo entre los 

miembros del asentamien-

to, quienes durante varios 

años vieron pasar por sus 

territorios a hombres ar-

mados y uniformados.

Las 
exhumaciones

Antes de trasladarse al 

cementerio local, denomi-

nado por los nativos como 

“Dayiguaguaban”, fue ne-

cesaria una reunión entre 

los gobernadores indígenas  

y el Fiscal. Más que una reu-

nión fue un encuentro de 

dos grupos humanos con 

una visión cosmogónica 

diferente. Los embera sólo 

repetían continuamente 

¿Para qué sacar los cuer-

pos? ¿En cuánto tiempo 

los van a devolver? ¿Los 

van a devolver completos? 

¿Dónde los vamos a ente-

rrar de nuevo, pues las le-

yes ancestrales prohíben la 

manipulación de nuestros 

difuntos?

Uno a uno, los interro-

gantes fueron resueltos por 

el antropólogo de la comi-

sión con paciencia, respeto 

y siempre con la ayuda de 

un traductor indígena. An-

tes de iniciar la extracción de 

los restos y por iniciativa del 

antropólogo, la comunidad 

pidió que la dejaran sola con 

sus muertos para realizar un 

último ritual en privado.

A medida que avanza-

ban las excavaciones, se les 

explicaba a los miembros 

del resguardo cada uno 

de los protocolos contem-

plados en ese tipo de dili-

gencias judiciales. A varios 

metros de la fosa, un in-

vestigador del CTI tomaba 

muestras de sangre a las 

familias de las cuatro víc-

timas, quienes aceptaron 

con una sonrisa nerviosa el 

incómodo piquete con la je-

ringa esterilizada.

Culminadas las dili-

gencias, el 7 de octubre 

de 2010, a las cuatro de la 

tarde, los servidores de la 

Unidad Nacional de Fis-

calías para la Justicia y la 

Paz abandonaron los res-

guardos de la minoría ét-

nica, con los restos óseos 

debidamente embalados y 

rotulados, bajo la mirada 

silenciosa de las familias 

que con incertidumbre pre-

guntaban cuándo volverían 

a recuperarlos. 

 

La entrega 
definitiva

Dos años después y fren-

te a sus familias estaban los 

restos de Guillermo, Pedro 

Luis, Amanda y Julio. Yacían 

en pequeños cofres sobre 

los cuales estaban las car-

petas con los resultados de 

todos y cada uno de los pro-



tocolos exigidos por la ley 

para su plena identificación.

La ceremonia de entre-

ga estuvo presidida de una 

oración a cargo de un sacer-

dote católico. Los embera 

pidieron de manera respe-

tuosa no rociar con agua 

bendita los restos de sus 

seres queridos para no con-

trariar sus costumbres an-

cestrales, las cuales se cum-

plirían esa misma noche en 

el seno de la comunidad.

Antes de viajar hacia 

sus lugares de origen, los 

representantes indígenas 

agradecieron a la Fiscalía y 

en su dialecto elevaron una 

oración por los difuntos. 

Sus emotivas palabras, en 

una lengua desconocida, 

hicieron llorar a la mayoría 

de los presentes, no porque 

entendieran el mensaje ver-

bal, sino porque compar-

tían con ellos el mismo do-

lor y la misma solidaridad 

sin distingos de raza.

Las exhumaciones in-

dígenas de Chigorodó per-

mitieron establecer que es 

posible trabajar de manera 

concertada, con respeto 

de las diferencias étnicas 

y culturales, para desente-

rrar la verdad del conflicto 

sobre la base de la mutua 

confianza.

LOS EMBERA 
Y EL 
CONFLICTO: 
“NO 
QUEREMOS 
PARTICIPAR”

“Entre los años 1995 y 
2007, fueron asesinados 
en Colombia unos 120 
indígenas, cifra relativa-
mente baja, porque con  
la agudización del con-
flicto éramos pesimistas 
y llegamos a pensar que 
serían más de mil las víc-
timas de nuestros pue-

blos”, asegura William Ca-
rupia Cuñapa, consejero 
del pueblo embera katio.

Reconoce que tu-
vieron que trabajar du-
ramente para evitar el 
reclutamiento de los jó-
venes indígenas, que se 
vieron tentados por los 
uniformes y los sueldos 
que les ofrecían los gru-
pos armados ilegales. 

Confiesa también que 
cuando fungió como go-
bernador luchó con su 
comunidad para que gue-
rrilleros y paramilitares les 
devolvieran 25 muchachos 

que fueron reclutados. 
“Éramos 5.000 embe-
ras dispuestos marchar 
por sus propios campa-
mentos para sacar de la 
guerra a nuestros herma-
nos”, puntualiza el líder 
indígena.

Para combatir el re-
clutamiento en sus res-
guardos, la etnia embe-
ra acordó un no rotundo 
a los protagonistas del 
conflicto, “no queremos 
participar, no queremos 
ser informantes, no 
queremos ser mensaje-
ros y no queremos ser 
reclutados”.
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MALAS NUEVAS 
PARA LA 

DELINCUENCIA

EE.UU. compartirá con Colombia 
dineros incautados a paramilitares 



De esta manera, se 

resolverá uno de los gran-

des cuellos de botella sur-

gidos en los procesos que 

se adelantan en Colombia 

contra los paramilitares 

extraditados a EE.UU. Se 

trata de la dificultad de 

acceder a las pruebas que 

los jueces y fiscales esta-

dounidenses emplean en 

su país y que podrían ser 

útiles en futuros y actua-

les procesos en Colombia.

a Fiscalía va en bús-

queda de dineros ilícitos 

escondidos en paraísos 

fiscales. 

Una pésima noticia trajo 

el Fiscal General, Eduardo 

Montealegre, desde Esta-

dos Unidos (EE.UU.) a los 

paramilitares imputados en 

los procesos relacionados 

con narcotráfico y los refe-

rentes a justicia y paz. 

L
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Por esto, el anuncio que 

realizó el Fiscal Monteale-

gre en Estados Unidos lue-

go de la reunión sostenida 

con su homólogo de ese 

país, Eric Holder, del acuer-

do logrado constituye una 

gran esperanza para sacar 

adelante muchos de los 

procesos que están atas-

cados, con los que se pre-

tende llegar a sentencias 

y de esta manera satisfa-

cer la sed de justicia de las 

377.820 víctimas que ha ha-

bido hasta ahora.

“Quiero trasmitirles la 

necesidad que se fortalez-

ca la cooperación y que no 

existan retrocesos en esta 

materia. Que esas extradi-

ciones no se conviertan en 

un obstáculo con el proceso 

de Justicia y Paz y que sigan 

las puertas abiertas, que no 

se dificulte la cooperación 

de esas personas, que es 

necesaria para la recupe-

ración de la verdad”, dijo 

Montealegre.

Las estadísticas del sis-

tema de Justicia y Paz re-

flejan que hasta el mes de 

marzo de este año habían 

sido confesados 35.430 

hechos punibles que van 

desde masacres, homici-

dios, reclutamientos ilícito 

de combatientes, desapa-

rición forzada, desplaza-

miento forzado, extorsión, 

secuestro, violencia sexual, 

tortura, hasta tráfico, fa-

bricación y porte de estu-

pefacientes.

“Muchas veces, las prue-

bas en Estados Unidos son 

importantes para impulsar 

procesos en Colombia, por 

eso, las evidencias que em-

plean los fiscales de Esta-

dos Unidos serán compar-

tidas con los colombianos”, 

enfatizó Montealegre.

En ese contexto del tra-

bajo con las autoridades 

estadounidenses, el jefe del 

ente acusador fue enfático 

al solicitarles que permitan 

conocer el texto completo 

de las sentencias condena-

torias que los jueces de este 

país emitan. La intención, 

ha dicho el funcionario,  no 

tiene por objeto pasar por 

encima de la cosa juzgada, 

pues hay acuerdos interna-

cionales que lo proscriben. 

Se busca analizar los 

fallos para que, “cuando 

regresen estas personas, 

Colombia pueda eventual-

mente adelantar procesos 

penales por conductas que 

no hayan sido juzgadas en 

Estados Unidos”, añadió.

Pero ahí no acaban los 

nuevos problemas para la 

delincuencia organizada en 

Colombia luego del regreso 

de Montealegre Lynett de 

Estados Unidos. Tras la reu-

EE.UU. colaborará 
con Colombia para 

conocer dónde 
están los dineros 

adquiridos  a 
través de ilícitos 

en el país.



nión con Holder y el diálogo 

con la directora de la DEA, 

se determinó que Colombia 

recibirá parte de los dine-

ros incautados en EE.UU. a 

los narcotraficantes extra-

ditados en el marco de los 

acuerdos de cooperación 

entre los dos países.

La idea es que con estos 

capitales se fortalezcan los 

procesos de formación de 

los investigadores en Co-

lombia y los trabajos sean 

más eficientes. Durante la 

reunión, el Fiscal colombia-

no hizo la petición para que 

los dineros sean distribui-

dos en proporciones idénti-

cas del cincuenta por ciento 

para cada país. 

La manera de hacerlo 

sería a través de la actua-

lización de los tratados in-

ternacionales firmados por 

los dos países hace muchos 

años para hacer una entrega 

“equitativa” de los bienes 

incautados. Para Monteale-

gre, la trascendencia de esta 

noticia puede entenderse 

solamente cuando se anali-

zan los montos incautados 

en Colombia. Sólo en el país, 

durante los últimos cinco 

años, las autoridades se han 

incautado tres mil millones 

de dólares en procesos de 

extinción de dominio.

A estas noticias se 

une la intención de los 

estadounidenses de com-

partir la información que 

poseen sobre los dineros 

que los diferentes delin-

cuentes, incluidos los de 

cuello blanco, han llevado 

a otros países.

Este acuerdo, explicó el 

Fiscal, es fundamental para 

la lucha contra la corrup-

ción administrativa, pues 

de esta manera el país po-

drá perseguir a quienes han 

defraudado al Estado. La 

intención de este acuerdo es 

lograr que el producto de los 

ilícitos cometidos en el país 

y que se llevaron a los paraí-

sos fiscales y otros destinos 

no pueda ser disfrutado por 

sus autores y sencillamen-

te las autoridades puedan 

iniciar los procesos para re-

cuperarlos, ha explicado el 

Fiscal Montealegre.

En su visita a 

Washington, el Fiscal se 

reunió, además del Fiscal 

Holder y la Directora de la 

DEA, con el senador del 

estado de la Florida, Marco 

Rubio; la subsecretaria 

de Asuntos Políticos del 

Departamento de Estado, 

Wendy Sherman, y con José 

Miguel Vivanco, de la ONG 

Human Rights Watch.

Sólo en el país, 
durante los últimos 

cinco años, las 
autoridades se 
han incautado 

3.000 millones de 
dólares en procesos 

de extinción de 
dominio.
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TRAS LA 
HUELLA DE LA 
VOZ HUMANA

Acústica forense

La voz posee un carácter individual como sello diferenciador de 
cada persona, similar al ADN. El Grupo de Acústica Forense del 
Cuerpo Técnico de Investigación (CTI) de la Fiscalía, que cumplirá 
en el 2013 veinte años de actividad, nació para identificar a una 
persona a través de este medio.

Bertha Pérez Rodríguez*



* Coordinadora del Grupo de Acústica 
Forense de la Fiscalía General de la Nación
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esde hace varios años, 

en Colombia, la prueba de 

identificación de voz es 

una de las principales he-

rramientas para el manejo 

efectivo y oportuno de in-

vestigaciones delictivas.

Hasta en los casos más 

relevantes de la historia 

forense nacional hay refe-

rencia a esta prueba como 

evidencia de secuestros, 

extorsiones, terrorismo, 

narcotráfico y amenazas, 

entre otros, los cuales se 

concretan utilizando dife-

rentes sistemas de comuni-

cación. Los elementos fun-

damentales del trabajo de 

los peritos son los registros 

de voz contenidos en discos 

compactos, grabadoras di-

gitales, cintas magnetofó-

nicas, videos etc.

Desde un ámbito gene-

ral, la voz está al servicio de 

un lenguaje común; sin em-

bargo, no se debe desligar 

que ella refleja única y ex-

clusivamente la individua-

lidad del hablante. Esto ha 

ocurrido desde épocas re-

motas hasta la actualidad.

En ese contexto, la prác-

tica forense señala que no 

hay en el mundo dos rasgos 

morfológicos faciales ni de 

escritura manual idénticos, 

ni mucho menos dos ha-

blantes iguales.

Para desarrollar esta 

tesis, nació la acústica fo-

rense, que tiene como fin 

identificar a los hablantes 

cuando deben vincularse 

a situaciones judiciales. La 

base de esta técnica radi-

ca en que la voz posee un 

carácter individual como 

sello diferenciador de cada 

persona. Algo así como 

las huellas dactilares o el 

ADN, que son especiales 

para cada persona, pues los 

órganos de emisión de la 

voz son únicos y las partes 

anatómicas de cada sujeto 

son diferentes a las de los 

demás. Además, los rasgos 

sociolectales y dialectales 

incrementan la peculiari-

dad de cada persona.

El Grupo de Acústica 

Forense del Cuerpo Técnico 

de Investigación (CTI) de la 

Fiscalía, que cumplirá en el 

2013 veinte años de activi-

dad, nació para identificar a 

una persona a través de su 

voz. Los peritos que allí la-

boran son profesionales en 

fonoaudiología y lingüística 

con especialización en voz 

y habla, fonética, acústica, 

lingüística y física acústica y 

han recibido entrenamien-

to con los expertos de la 

Policía Científica de España. 

Actualmente, existen 

tres laboratorios ubicados 

en las ciudades de Bogotá, 

Cali y Medellín y el próxi-

mo año se abrirán sedes en 

los laboratorios de Bucara-

manga y Pereira.

Proceso de 
identificación

El Grupo de Acústica 

Forense presta el servicio 

de análisis comparativo de 

identificación de hablan-

tes (cotejo de voz), el cual 

consiste en comparar dos 

muestras de voz, una dubi-

tada y otra indubitada.

Cabe anotar que el pe-

rito que realiza el análisis 

de calidad de la muestra de 

habla dubitada es el encar-

gado de llevar a cabo la di-

ligencia de toma de mues-

tra de habla y, por ende, el 

responsable de desarrollar 

el análisis comparativo de 

identificación de hablantes.

El éxito de utilizar la voz 

para identificar a las perso-

nas en el campo de la inves-

tigación criminal depende 

en un alto porcentaje de 

las condiciones técnicas de 

grabación y de la muestra 

de habla dubitada, en lo 

D



relacionado con cantidad y 

calidad.

Se habla de una mues-

tra de calidad cuando la 

grabación no presenta in-

terferencias físicas y am-

bientales que dificulten la 

discriminación auditiva de 

las emisiones lingüísticas 

de los interlocutores. Es 

decir, que se pueda realizar 

la lectura espectral de las 

estructuras formánticas de 

los fonemas vocálicos y los 

rasgos acústicos de los fo-

nemas consonánticos.  

En lo referente a can-

tidad, hablamos que del 

total del tiempo de gra-

bación contenido en los 

audios analizados, se pue-

da extraer un elemento 

neto para emplearlo como 

muestra de habla indubi-

tada. Cabe anotar que los 

peritos de este grupo ana-

lizan por hablante máximo 

50 audios (conversaciones).

Técnicas 
utilizadas

• Análisis preliminar del 

material de estudio dubi-

tado: se realiza con el fin 

de determinar contenido 

y cantidad de grabación 

de los audios.

• Análisis de calidad de la 

muestra de habla dubita-

da: comprende los aná-

lisis auditivo y acústico y 

se realiza para verificar la 

calidad de la grabación 

de los audios, con el fin 

de determinar si es apta 

o no para continuar con el 

estudio.

• Selección de muestra 

neta de habla: se extrae 

de la muestra de habla 

dubitada una parte repre-

sentativa de frases que 

estén completas y que 

sean inteligibles. 

• Toma de muestra de 

habla.

• Análisis comparativo 

de identificación de ha-

blantes.

Método 
utilizado

El método utilizado 

por los peritos del CTI es 

el mismo que utilizan los 

expertos de varios países 

de Europa como España, 

Francia, Italia, Alemania, 

y se le conoce como mé-

todo combinado clásico, 

que involucra tres tipos de 

análisis:

• Perceptual auditivo.

• Lingüístico.

• Acústico.

En este trabajo se tie-

nen en cuenta caracte-

rísticas de la voz y habla, 

condiciones de tipo lin-

güístico y rasgos acústicos 
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de los fonemas consonán-

ticos y vocálicos.

El análisis acústico se 

realiza utilizando tecno-

logía digital (Laboratorio 

computarizado del habla, 

CSL serie 4500) y sirve para 

graficar las muestras de ha-

bla dubitada e indubitada, 

obteniendo como resultado 

un esquema denominado 

sonograma o espectrogra-

ma, (representación visual 

del habla en función de 

tres parámetros: frecuencia 

(Hertz), intensidad (dBs) y 

tiempo (s)).

Tras largas horas de 

trabajo, la conclusión se 

da en un solo término, que 

únicamente puede ser co-

rresponde, no corresponde 

o inconclusivo. El resulta-

do se plasma en el informe 

pericial y entrega a la au-

toridad competente junto 

con los elementos mate-

riales probatorios, siempre 

dentro de los parámetros 

establecidos para la cade-

na de custodia.

Voz dubitada es la 
muestra sobre la que 
existe duda de quién 
habla (voz desconoci-
da) y se obtiene me-
diante la interceptación 
de un medio que comu-
nica a dos o más perso-
nas que hablan sucesi-
vamente (teléfono fijo, 
celular y radioteléfono) 
o de una grabación de 
una conversación por 
vía directa.

Voz indubitada o 
toma de muestra de habla 
es la grabación que le hace 
el perito en acústica foren-
se a una persona sospe-
chosa de haber cometido 
un delito, teniendo como 
patrones de referencia 
las emisiones lingüísticas 
consignadas en la graba-
ción dubitada aportada 
por la autoridad compe-
tente y como producto de 
una investigación.

Tipos de muestras de voz

Estructura del aparato de     
producción de la voz humana

Cavidad nasal

Alvéolo

Nariz

Labios

Dientes

Ápice de la lengua

Cuerpo de la lengua

Glotis Laringe

Cuerdas vocales

Epiglotis

Cavidad faríngea

Dorso de la lengua

Úvula

Velo

Cavidad bucal

Paladar



•	 Carlos	 Delgado	 Romero.	 Jefe	 de	 Laboratorio	 de	 Acústica	

Forense de la Policía Científica de Madrid. Tesis doctoral 

“Identificación de locutores en el ámbito forense”. 

El éxito de utilizar la 
voz para identificar 

a las personas 
en el campo de 
la investigación 

criminal depende en 
un alto porcentaje 
de las condiciones 

técnicas de grabación 
y de la muestra de 
habla dubitada, en 
lo relacionado con 
cantidad y calidad.

Evaluación 
previa de las 
muestras 
dubitadas

“… las grabaciones 
objeto de estudio son 
remitidas al laboratorio 
forense para su evalua-
ción a nivel cualitativo 
y cuantitativo; este re-
querimiento previo es 
imprescindible, pues no 
tendría sentido alguno 
continuar con otro tipo 
de procedimientos si ya 
en esta fase fueran ob-
servadas deficiencias crí-
ticas a uno u otro nivel.

Al aplicar los márge-
nes cuantitativos defini-
dos y puesto que nos en-
contramos ante muchos 
minutos de grabación, 
tales márgenes –en prin-
cipio- podrían situarse 
en el denominado nivel 
óptimo. Sin embargo, no 
hemos de olvidar que los 
márgenes cuantitativos 
siempre están determi-
nados por aquellos de 
tipo cualitativo y vice-
versa. Es decir, no bas-
tará con constatar una 
suficiencia cualitativa a 
nivel de estructura acús-
tica, sino que también 
habrá que comprobarse 
que dicha suficiencia se 
materializa en un núme-

ro de características o 
fragmentos de discurso 
que permitan deducir un 
nivel de admisibilidad. 
De la misma manera, 
la determinación de un 
margen cuantitativo po-
sitivo implicará la previa 
necesaria suficiencia a 
nivel cualitativo.

Si al desarrollar el 
proceso de evaluación 
de calidad a través de 
la audición y visualiza-
ción en tiempo real de 
las muestras dubitadas 
no detectamos de for-
ma inmediata la pre-
sencia de algunos de los 
mencionados factores 
de degradación (ruido, 
distorsión, disimulo, so-
lapamientos o enmas-
caramientos, alteracio-
nes de velocidad o plano 
expresivo, etc.), habre-
mos de situarnos en el 
estudio de la siguiente 
referencia de calidad: la 
ausencia de información 
en frecuencia por enci-
ma del margen de los 
2KHz. Este límite cuali-
tativo de la señal fue es-
tablecido por los están-
dares de la I.A.I. para la 
realización de evalua-
ciones de análisis desde 
el enfoque perceptivo- 
espectrográfico”.*
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Glosario

Acústica forense: Cuan-

do el objeto de la investiga-

ción policial o judicial está 

relacionado con el sonido o 

sus elementos afines (gra-

baciones, equipos, siste-

mas, aplicaciones, etc), los 

procedimientos de estudio 

son enfocados a través de 

lo que denominamos acús-

tica forense. 

Formantes vocálicos: 

Concentración de energía 

acústica sobre una escala 

frecuencial determinada o 

resonancias agrupadas a di-

ferentes frecuencias, espe-

cialmente para las vocales y 

consonantes sonoras.

Frecuencia: El número 

de ondas sonoras por se-

gundo producidas por una 

fuente de vibración.

Habla: Es la expresión 

oral del pensamiento.

Hertz: Unidad de medi-

da de la frecuencia (ciclos 

por segundo).

Intensidad: Potencia 

transmitida a lo largo de 

una onda sonora.

Interferencia: Fenó-

meno físico que resulta de 

la superposición de dos o 

más movimientos ondula-

torios de la misma frecuen-

cia y amplitud.

Ruido: Onda sonora 

compleja con vibraciones 

irregulares. 

Sonido: Sensación per-

cibida por el oído como re-

sultado de variaciones rápi-

das de la presión en el aire.

Voz humana: Vibra-

ción de las bandas o plie-

gues vocales, ubicadas en 

la laringe.



Posesión de los 
representantes y suplentes 
de los funcionarios ante la 
Comisión Nacional de Carrera

nte el Vicefiscal General 

de la Nación, Jorge Fernan-

do Perdomo Torres, toma-

ron posesión los represen-

tantes y suplentes de los 

funcionarios ante la Comi-

sión Nacional de Adminis-

tración de la Carrera para el 

periodo 2012 - 2015.

Los representantes 

principales, Lliliana Bení-

tez Ospina, de la Dirección 

Seccional Administrativa y 

Financiera de Cali; Édison 

Villegas Vietman, de la Di-

rección Seccional del Cuer-

po Técnico de Investigación 

de Cali, así como los repre-

sentantes suplentes Gui-

llermo José Linero Barletta, 

de la Dirección Seccional de 

Fiscalías de Bogotá, y José 

Freddy Restrepo García, de 

la Dirección Seccional de 

Fiscalías de Cali, fueron ele-

gidos en las pasadas vota-

ciones del 10 y 11 de mayo 

en la Asamblea Nacional de 

Delegados.

La Comisión Nacional 

regula los temas de carrera 

y concurso entre los fun-

cionarios públicos perte-

necientes a la Fiscalía Ge-

neral de la Nación. Esta se 

encuentra conformada por 

el Fiscal General o el Vice-

fiscal, el Secretario General, 

el Director Administrativo y 

Financiero y dos represen-

tantes de los funcionarios y 

empleados.

A
Viernes 18 de mayo de 2012
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APRENDER A 
INVESTIGAR

La Escuela de la Fiscalía
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L a Escuela de la Fiscalía 

General de la Nación tiene 

una serie de retos, que han 

sido condensados en sie-

te ejes, para fortalecer las 

competencias laborales de 

sus servidores con el propó-

sito de enfrentar de manera 

exitosa la criminalidad con-

temporánea. 

Estos parámetros pasan 

por elaborar un proyecto 

educativo institucional, 

vigorizar su estructura or-

ganizacional, física y fun-

cional, crear un centro de 

investigación y de publi-

caciones, crear la escuela 

virtual, fortalecer la red de 

formadores, posicionarla a 

nivel internacional y nacio-

nal y crear un modelo de 

gestión de conocimiento.

Las 
competencias

Los funcionarios com-

petentes son quienes están 

en capacidad de investigar 

las distintas modalidades 

de delitos que conforman 

el fenómeno delincuencial 

contemporáneo, caracteri-

zado por ser una criminali-

dad global, organizada, que 

trascienden las fronteras, 

que opera a través de re-

des como internet, finan-

cieramente poderosa y con 

capacidad para operar a la 

vez en distintos lugares del 

planeta. 

Los investigadores y fis-

cales están obligados a res-

ponder a estas tendencias 

del delito y, para lograrlo, 

la Escuela crea y transfiere 

nuevos conocimientos para 

dotar a los servidores de ha-

bilidades y destrezas inves-

tigativas.

Hacia el futuro

Pero no solo las formas 

delictuales se han transfor-

mado. El Estado colombia-

no también lo ha hecho. 

Ahora se trata de estado 

social y democrático de de-

recho, en el que no es sufi-

ciente contar con una carta 

de derechos, sino que ellos 

deben materializarse. 

También incorporó un 

sistema de tendencia acu-

satorio para investigar y 

acusar a los infractores de 

Escuela de Investigaciones Criminalísticas y Ciencias Forenses



la ley penal. De ahí la nece-

sidad de afrontar la forma-

ción de los servidores para 

adaptarse a esta nueva rea-

lidad 

Los siete ejes

La Escuela construye 

un proyecto educativo ins-

titucional (PEI), que es un 

proceso permanente de 

construcción colectiva para 

guiar el desarrollo a distin-

tos niveles de la comunidad 

educativa. 

En la actualidad, la for-

mación se hace buscan-

do generar competencias 

laborales a través de un 

modelo constructivista. El 

proceso de aprendizaje  es 

posible desde la experien-

cia de cada uno de los fun-

cionarios, relacionándose 

con el entorno, lo que le 

permite la transformación 

de su propia realidad. Las 

didácticas activas como el 

análisis de casos reales, las 

simulaciones, el foro, el de-

bate, la formulación de hi-

pótesis y su demostración, 

junto con las pasantías en 

el puesto de trabajo, for-

man parte de las activida-

des para formar en compe-

tencias.

El segundo eje se re-

fiere a la estructura orga-

nizacional, que compren-

de la infraestructura y lo 

organizacional en sentido 

estricto. En este punto se 

avanzó con la nueva sede, 

ubicada en Suba, que ha 

permitido fortalecer el 

aspecto físico, pues se 

cuenta con un campus y 

una sede administrativa, 

aulas, campos deportivos, 

polígono. 

La Escuela tiene como 

tercer eje el fortalecer la 

red de formadores y para 

ello se están haciendo 

nuevas convocatorias. Su 

selección obedece a un 

proceso en el que sin des-

conocer sus dotes acadé-

micas y profesionales, el 

formador esté dispuesto 

a recibir capacitación en 

el diseño curricular por 

competencias, en meto-



88

F i s c a l í a  G e n e r a l  d e  l a  N a c i ó n Huellas

dologías activas y en tec-

nologías de la información 

y comunicaciones.

Otro eje importante 

es el de ubicar en el nivel 

internacional y nacional 

la Escuela. Los procesos 

de formación y desarrollo 

en competencias requie-

ren del conocimiento y 

experiencia de otras ins-

tituciones  académicas e 

investigativas para asimi-

lar y compartir sus avan-

ces. Por esto la Escuela se 

vincula con otros centros 

de formación y recurre 

a la experiencia foránea 

que le reporta la capaci-

tación obtenida a través 

de la cooperación inter-

nacional.

En la actualidad se 

cuenta con la colaboración 

del Departamento de Justi-

cia de EE.UU., la Agencia de 

Cooperación Técnica Ale-

mana, la Oficina de las Na-

ciones Unidas (ONUDC), la 

Unión Europea y el Consejo 

Noruego, entre otros. Asi-

mismo, propicia convenios 

académicos con otros paí-

ses, lo que permite compar-

tir distintas experiencias de 

la actividad investigativa.

La virtualización de la 

Escuela es un elemento de 

apoyo clave en el proceso 

de formación y difusión del 

conocimiento, y constituye 

el otro eje de desarrollo de 

la Escuela. En la actualidad, 

se adelanta el proceso para 

la obtención del campus 

virtual, mediante el conve-

nio de apoyo institucional al 

sistema penal colombiano 

(FORSISPEN) suscrito con 

la Unión Europea.

Esta plataforma virtual 

de aprendizaje permitirá 

el desarrollo de aulas vir-

tuales, del sistema de vi-



deoconferencias, el sistema 

colaborativo en línea, la im-

plementación de biblioteca 

virtual, el sistema web que 

permita la catalogación y 

consulta de la documenta-

ción de la Escuela. 

El proceso de gestión 

del conocimiento es el eje 

entre las labores propias 

de la Escuela, la Fiscalía 

y la sociedad del cono-

cimiento. La gestión del 

conocimiento facilita el 

proceso de crear cono-

cimiento, transferirlo y 

aplicarlo al puesto de tra-

bajo. De esta manera se 

optimizan el desarrollo de 

las personas y las relacio-

nes entre estas. La aplica-

ción de la herramienta de 

gestión del conocimiento 

implica el desarrollo de 

las competencias necesa-

rias en la institución para 

compartir el conocimiento 

y utilizarlo entre sus fun-

cionarios, así como para 

valorarlo y asimilarlo. 

Finalmente, el eje del 

sistema de investigación en 

la Escuela se proyecta a par-

tir de la adopción de líneas 

y problemas investigativos, 

que surgen de la práctica  

investigativa y fiscal. Este 

eje debe promover, produ-

cir y difundir conocimiento 

científico o tecnológico y 

generar productos de con-

tenido académicos.

Reseña 
histórica

La Escuela de Estudios 

e Investigaciones Crimina-

lísticas y Ciencias Forenses 

fue creada ante la necesi-

dad de contar con un ente 

encargado de desarrollar 

las competencias laborales 

de nuestros funcionarios al 

servicio de la administra-

ción de justicia, mediante 

la resolución 699 del 19 de 

diciembre de 1988, origi-

nariamente como unidad 

docente de la Dirección 

Nacional de Instrucción 

Criminal-Cuerpo Técnico de 

Policía Judicial.

A partir del 1 de julio de 

1992, la unidad docente fue 

incorporada a la Fiscalía Ge-

neral de la Nación, median-

te el decreto 2699 del 30 de 

noviembre de 1991, como 

Escuela de Investigación Cri-

minal y Criminalística bajo la 

dirección y coordinación de 

la Secretaría General. 

Posteriormente, con la 

adopción del decreto 261 de 

2000, cambió su denomi-

nación a Escuela de Inves-

tigación Criminal y Ciencias 

Forenses y entró a depender 

funcionalmente de la Direc-

ción Nacional del Cuerpo Téc-

nico de Investigación. Desde 

diciembre de 2004, cuando 

se expidió la ley 938, se ha 

venido llamando Escuela de 

Estudios e Investigaciones 

Criminalísticas y Ciencias Fo-

renses, adscrita nuevamente 

a la Secretaría General.
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INSTITUCIONALES



AGENDA Y 
EVENTOS 
INSTITUCIONALES

Fiscalías de 
Colombia 
y Ecuador, 
juntas contra 
el crimen 
transnacional 
10 de mayo.

El Fiscal General de la 

Nación, Eduardo Monteale-

gre Lynett, suscribió con el 

Fiscal General de Ecuador, 

Galo Chiriboga Zambrano, 

instrumentos para aumen-

tar y mejorar la coopera-

ción en la lucha contra la 

delincuencia organizada 

transnacional.

Los Fiscales firmaron 

una carta de compromiso 

con respecto a la protección 

indirecta de fiscales e inves-

tigadores. Para alcanzar tal 

fin se contemplan entre-

namientos, capacitación y 

formación, así como la pro-

moción de investigaciones 

académicas, pasantías y 

seminarios.

Igualmente, elaboraron 

un memorando de enten-

dimiento de cooperación 

en las investigaciones de 

delitos propios de la delin-

cuencia organizada trans-

nacional. En este aspecto 

se intercambiarán experien-

cias y se capacitará a los 
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funcionarios con semina-

rios, reuniones de exper-

tos y jornadas académicas, 

concediéndose especial 

importancia a los sistemas 

de protección a víctimas y 

testigos.

Fiscal, ante el 
Parlamento 
Europeo.         
12 de junio

El Fiscal General de 

la Nación, Eduardo Mon-

tealegre Lynett, visitó la 

Organización Internacio-

nal del Trabajo (OIT), la 

Corte Penal Internacional 

(CPI) y el Parlamento Eu-

ropeo para explicar lo que 

Colombia ha logrado en 

protección de derechos 

humanos.

Ante la OIT, Monteale-

gre precisó que Colombia 

duplicó la investigación de 

actos cometidos contra 

sindicalistas. Hay 25 fisca-

les investigadores, más de 

200 funcionarios de policía 

judicial y se han dictado 

429 sentencias por delitos 

cometidos en contra de 

miembros de organizacio-

Eduardo Montealegre Lynett, Fiscal General de la Nación, sostuvo reuniones durante su visita a Europa con los dignatarios de la 

Corte Penal Internacional, entre ellos Luís Moreno Ocampo y Fatou Bensouda, fiscales saliente y entrante de este tribunal



nes sindicales, que han sig-

nificado 531 condenados 

por tales conductas. 

En la Corte Penal Inter-

nacional (CPI), el Fiscal Ge-

neral tuvo conocimiento 

de que Colombia está sien-

do objeto de observación 

de la CIP ante las solicitu-

des que se han recibido por 

parte de ONG que piden la 

intervención de la Corte en 

Colombia. 

Durante su visita al Par-

lamento Europeo, los dipu-

tados manifestaron al Fiscal 

General su preocupación 

por los derechos humanos 

en Colombia y porque se 

ha tratado de condicionar 

la aprobación del TLC con 

la Unión Europea a que 

exista una hoja de ruta en 

investigaciones por graves 

violaciones a los derechos 

humanos. El Fiscal se com-

prometió a establecer la 

verdad.

Encuentro 
de fiscales 
en Ecuador.       
22 de junio

Durante la reunión, que 

se realizó en la ciudad de 

Quito, el Fiscal de Ecuador, 

Galo Chiriboga Zambrano, 

propuso a su homólogo co-
Eduardo Montealegre Lynett, Fiscal General de la Nación y el 
ecuatoriano Galo Chiriboga Zambrano, Fiscal General del Estado
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Investigadores 
en su día  

Con una jornada aca-

démica y una presentación 

musical y humorística, la 

Fiscalía hizo un reconoci-

miento a los investigado-

res del Nivel Central y de 

las seccionales Bogotá y 

Cundinamarca en las ins-

talaciones de la Escuela de 

Estudios e Investigaciones 

Criminalísticas y Ciencias 

Forenses. 

Durante el evento la 

Dirección Nacional del CTI 

premió los mejores tra-

lombiano, Eduardo Montea-

legre Lynett, crear la Corte 

Penal de Unasur para atacar 

el crimen organizado.

Fiscalía 
fortalece la 
cooperación 
judicial con 
EE.UU.           
11 de julio.

El intercambio y la coope-

ración judicial entre Colombia 

y Estados Unidos fueron los 

temas centrales de la reunión 

sostenida entre el Fiscal Ge-

neral de la Nación, Eduardo 

Montealegre Lynett, y el se-

nador del estado de la Florida, 

Marco Rubio, durante la gira 

que realizó el jefe del ente 

acusador en ese país.

Nuevo CAV en 
Barranquilla 

La Fiscalía General de 

la Nación dio apertura  a un 

nuevo Centro de Atención a 

Víctimas (CAV),  en la ciudad 

de Barranquilla, a través del 

cual ofrece atención a los 

afectados de delitos como 

homicidio, delitos sexuales 

y violencia intrafamiliar.



bajos de investigación de 

este año con becas para 

cursos en el exterior y en 

Colombia.

Fiscalía recibe 
vehículos 
para labores 
investigativas

Como parte del Plan 

Colombia, la Embajada de 

Estados Unidos entregó 49 

vehículos que servirán de 

apoyo en las investigacio-

nes a cargo de las Unidades 

Nacionales de Derechos 

Humanos y DIH, Justicia y 

Paz y Bandas Criminales 

(Bacrim).

El acto contó con la 

participación del Fiscal 

General, Eduardo Mon-

tealegre Lynett, y el 

Embajador de los Esta-

dos Unidos de América, 

Michael McKinley.

Portal web en 
Internet

Dentro de las estrate-

gias de comunicación de 

la entidad enfocadas al 

servicio a la ciudadanía, la 

Fiscalía General presenta 

la versión en ingles de su 

portal web www.fiscalia.

gov.co.  

Esta nueva modalidad 

sigue los lineamientos es-

tablecidos en el Manual 

3.0 para la implementa-

ción de Gobierno en Línea 

en entidades del orden 

nacional de la república de 

Colombia, el cual indica, 

en sus áreas de Informa-

ción y Democracia, que la 

información institucional 

debe estar disponible en 

otros idiomas, ya que este 

medio electrónico puede 

ser consultado desde cual-

quier lugar del mundo. 

Eduardo Montealegre Lynett, Fiscal General de la Nación, y Michael McKinley, 

Embajador de Estados Unidos en Colombia
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ROSTROS
UN EQUIPO DE LUJO

Compromiso, liderazgo, responsabilidad y 
resultados caracterizan al grupo directivo 
de la actual administración.

2. 8.

5.



3.

4.6.
7.
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1.  Fiscal 
General de 
la Nación, 
Eduardo 
Montealegre 
Lynett

El Fiscal General de la  

Nación es abogado de la 

Universidad Externado de 

Colombia con especializa-

ción en ciencias penales y 

criminológicas de la mis-

ma Universidad. Realizó 

estudios de investigación 

en el área de derecho 

constitucional en la Uni-

versidad El Erlangen (Ale-

mania). Es becario de la 

Fundación Alexander von 

Humboldt en el seminario 

de Filosofía del Derecho 

de la Universidad de Bonn 

(Alemania).  

Ha sido, entre otros 

cargos públicos, juez 

de instrucción criminal 

(1981), juez penal munici-

pal en propiedad (1982), 

conjuez de los tribunales 

Superior de Bogotá y Cun-

dinamarca (Sala Penal) y 

del Tribunal Nacional de 

Aduanas. En varias opor-

tunidades, fue procura-

dor general de la nación 

encargado (1997, 1998, 

1999, 2000) y viceprocura-

dor general en 2001.

Fue presidente de la 

Corte Constitucional y ac-

tualmente es director del 

Centro de Investigación en 

Filosofía y Derecho de la 

Universidad Externado de 

Colombia. También ha sido 

catedrático de derecho pe-

nal y procesal penal y con-

sultor de las Naciones Uni-

das para el Desarrollo.

2.  Vicefiscal 
General de 
la Nación,    
Jorge Fernando 
Perdomo 
Torres

Abogado de la Universi-

dad Externado de Colombia 

con maestría y doctorado 

en la Universidad de Bonn 

(Alemania), estudios pos-

doctorales en la Universidad 

de Fráncfort,  estancias de in-

vestigación en otras universi-

dades de Alemania (Universi-

dad de Colonia y Universidad 

de Rostock) y de Inglaterra 

(Universidad de Cambridge) 

y experto en criminología de 

la Universidad de Salaman-

ca, (España).

Por 15 años ha sido in-

vestigador y docente en 

derecho penal en pregra-

do, posgrado y doctorado 



en la Universidad Exter-

nado de Colombia y ha 

asesorado a diversas enti-

dades públicas y privadas. 

También se le reconocen 

sus publicaciones, dos de 

ellas en alemán (“Das Be-

gehen durch Unterlassen 

im positiven Recht”, “Ga-

rantenpflichten Aus Vertra-

utheit”).

 

Se desempeñó como 

viceministro de Política 

Criminal y Justicia Res-

taurativa en el Ministerio 

de Justicia, liderando des-

tacados proyectos como 

el nuevo Estatuto Peni-

tenciario y Carcelario y el 

nuevo Estatuto de Drogas, 

que se presentarán próxi-

mamente al congreso. 

Igualmente, trabajó en la 

reforma a la ley de Justicia 

y Paz y el Marco Jurídico 

para la Paz.

3.  Secretaria 
General,     
Aura Yineth 
Correa Niño

Abogada especialista en 

derecho administrativo de 

la Universidad Libre de Co-

lombia y candidata a magís-

ter en gobierno y políticas 

públicas de la Universidad 

Externado de Colombia y 

Columbia University N.Y., 

School of International and 

Public Affairs (SIPA). 

Diplomada en gerencia 

pública de la Escuela Supe-

rior de Administración Pú-

blica, en contratación esta-

tal de la Universidad Sergio 

Arboleda y en docencia uni-

versitaria de la Universidad 

Autónoma de Colombia. 

Tiene títulos de formación 

en competencias directi-

vas, gestión de calidad y 

derecho disciplinario.

Cuenta con más de diez 

años de experiencia laboral, 

de los cuales nueve han sido 

en el sector público. Ade-

más de jefe de la Oficina 

Asesora Jurídica del Institu-

to Nacional de Vigilancia de 

Medicamentos y Alimentos 

(Invima), entre otros car-

gos, se ha desempeñado 

como directora general de 

la Fundación Social Colom-

biana Cedavida, autoridad 

de tránsito de la Secreta-

ría Distrital de Movilidad y 

abogada de la Personería 

de Bogotá.

4.  Directora 
Nacional de 
Fiscalías, 
Elka Venegas 
Ahumada

Abogada de la Univer-

sidad Externado de Colom-

bia, especializada en dere-

cho penal y criminología. 

Actualmente candidata a 
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obtener el magíster en es-

tudios avanzados en dere-

chos humanos de la Univer-

sidad Carlos III de Madrid 

(España). 

Durante 26 años ha 

ocupado diversos cargos 

en la rama judicial en Bo-

gotá, como jueza penal 

municipal y de instrucción 

criminal, fiscal seccional, 

jueza penal del circuito, re-

gional y penal del circuito 

especializada, magistrada 

(e) del Tribunal Nacional 

y de la Sala Jurisdiccional 

Disciplinaria del Consejo 

Seccional de la Judicatura 

de Bogotá (antes Cundina-

marca). 

En el año 2007 le fue 

otorgada la medalla al mé-

rito judicial José Ignacio de 

Márquez. Formadora de 

la Escuela Judicial Rodri-

go Lara Bonilla por más de 

diez años en derecho penal 

y derecho disciplinario

5.  Directora 
Nacional CTI,         
Maritza 
Escobar 
Baquero

Abogada de la Univer-

sidad Libre de Villavicencio 

con especializaciones en 

derecho procesal y crimi-

nología de la misma insti-

tución, aspirante al título 

de magíster en derecho 

penal y procesal penal. 

Además, fue becada para 

cursar estudios de docto-

rado en la Universidad Sa-

lamanca de España.

Posee amplia expe-

riencia en el manejo de 

investigaciones de carác-

ter penal, pues por más de 

20 años ha servido al país 

y a la Rama Judicial ocu-

pando cargos como jueza 

de instrucción criminal, 

jueza de orden público, 

jueza regional, fiscal re-

gional, fiscal especializada 

y fiscal delegada ante el 

Tribunal Superior de Dis-

trito Judicial. Su labor ha 

sido objeto de varios reco-

nocimientos, entre ellos, 

distinciones hechas por la 

Embajada Británica y el 

Ejército Nacional.

6.  Directora 
Nacional 
Administrativa 
y Financiera,                           
Marcela Yepes

Profesional en eco-

nomía empresarial de la 

Universidad Autónoma de 

Manizales. Actualmente 

adelanta tesis de maestría 

en administración financie-

ra en la Universidad Tecno-

lógica de Pereira. 



En el  sector público se 

ha desempeñado como 

gerente administrativa y 

financiera,  directora de re-

cursos físicos y de vigilan-

cia fiscal de la Contraloría 

Delegada del Sector Agro-

pecuario en la Contraloría 

General de la República. 

En la Fiscalía General de la 

Nación fue directora admi-

nistrativa y financiera sec-

cional Pereira. En el sector 

privado ocupó cargos de 

alta gerencia y asesoría en 

Planeación.

7.  Jefe Oficina 
Jurídica,          
Alexandra 
Katheryne 
Manzano 
Guerrero

Abogada egresada de 

la Universidad Externado 

de Colombia con espe-

cialización y maestría en 

derecho administrativo 

de la misma Universidad. 

Posee amplia experiencia 

en derecho público con 

énfasis en derecho admi-

nistrativo general, proce-

dimiento administrativo, 

contencioso administra-

tivo, contratación estatal, 

derecho disciplinario y 

control fiscal.

Se ha desempeñado 

como profesional de la Su-

perintendencia de Socieda-

des, directora de procesos 

judiciales y administrativos 

en la Secretaría Jurídica de 

la Gobernación de Cundina-

marca, jefe de la Oficina Ju-

rídica y jefe de la Oficina de 

Control Interno Disciplina-

rio de la Contraloría General 

de la República y asesora de 

la Agencia Nacional para la 

Superación de la Pobreza 

Extrema.

8.  Jefe Oficina 
de Divulgacion 
y Prensa,       
Omar Alberto 
Jaimes Rueda

Comunicador social y 

periodista de la Universi-

dad Los Libertadores. A lo 

largo de 16 años de ejerci-

cio periodístico ha presta-

do su concurso profesio-

nal en RCN Televisión, City 

TV, Noticiero CM&, Noti-

ciero de las Siete, Noticie-

ro TV Hoy y en la Agencia 

Colombiana de Noticias 

(Colprensa). En tales me-

dios efectuó el cubrimien-

to de información política 

y judicial.

Actualmente se espe-

cializa en estudios políti-

cos en la Universidad Ser-

gio Arboleda.
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